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OBJETIVO: 

Se propondrá la instauración del escalafón judicial como requisito obligalorio hacia la elección 

de los servidores públicos del Poder Judicial del Distrito Feaeral con el fin de conlar con un 

sistema eficaz de selección que permita generar empleados judiciales, con vocación de 

servicio a la sociedad, motivándolos con su promoción a los puestos vacanles de dicho 

organismo, allegándoles de conocimientos prñcticos y utiles para la formación y superación 

profesional fomentando con ello, mejorar la administración de justicia 



INTRODUCCION 

A consecuencia do la anarquía social producida por actos de autodefensa, 

venganza y violencia, naco el Estado como organización política y económica de las 

sociedades con el propósito do poner fin a este tipo do situaciones que se desataron por 

no poco tiempo, respondiendo así a necesidades do primor orden. 

Así el Estado asume la obligación de administrar justicia, cometido social mediante 

el cual se mantienen el orden y la paz colectivas sin los cuajos es imposible la 

subsistencia de ta comunid<td y menos su progreso en los diversos órdenes de la vida. 

En nuestro Derecho, clmtfculo 17 constitucional, consagra como una do tas más 

importantes garantías, la relativa a que los tribunales estarán expeditos para administrar 

justicia, declarando al mismo tiempo que nadie puede hacerlo por su propio rnano. 

Considerada la justicio corno supremo fin del Estado, su cumplimicntocxioc una 

organización adecuada, que requiere un complejo de elementos personales y materiales 

encaminados al eficaz desenvolvimiento de la función junsdiccionat; para ello dispone 

de órganos específicos que ejercen actividades determinadils, con autonomía propia, 

emanada de la Constitución. Estos órganos son los tribunales v los juzgados. 

Este conjunto de clementus porsonalescxistento en todo servicio público, haca 

destacar su valor en lo que atañe a las funciones judlciales dado que el factor mornl da 

quienes las ejercen, influye de una manera decisiva para resolver los asuntos que les 

someten. 



En efecto, Ja prontitud con la que se ha de desenvolver la actividad jurisdiccional, 

requiere de un servicio público, que, dependiendo do su eficacia, cause beneficio a las 

necesidades colectivas. 

A través del tiempo, la organización judicial en ol Distrito Federal, ha sufrido 

cambios estructurales que han hecho imProscindiblo la creación do órganos 

jurisdiccionales diversos, atendiendo con ello a la densidad de población que acarrea 

en este ámbito el fenómeno de Intonsa litlgiosidad. 

Esta variedad de materias objeto do la actividad jurisdiccional, ha determinado 

también ol incremento de las funciones judiciales y, consccuontomento tm hecho 

necesario aumentaron tal medido el porsonal que ha do llevarlas a cabo. 

Desafortunadamente, el actual sistema por el qua so designa a los servidoras 

públicos judiciales, lo resta independencia al Poder Judicial, lo cual ha repercutido en 

elecciones ricsgosas, pues se carece de un método quo resulto eficaz para la formación 

y selección de la magistratura. 

Dicho sistema de elección do ja mucho que desear, ya que los puestos son pocos, 

los candidatos muchos, y en el mayor do Jos casos, no son designados aquéllos que 

verdaderamente tienen vocación del servicio judicial, muy por el contrario son elegidos 

los quo resultan ideales al titular del Poder Ejecutivo, y no meramente por su capacidad 

profesional, sino por razones afectivas o cuestiones polfticas. 

Es un buen tiempo para implantar un sistema selectivo que so signifique digno 

y honrado para el servicio público, con el fin de dotarlo do elementos que resulten 

capaces, honestos y aptos, brindándoles los apoyos económicos. tócnicos y mm eriales 



que redunden. por un lado, en su formación profesional y por otro beneficiando a la 

sociedad. Para ello, es necesario sean considerados los egresados universitarios que 

se desempeñan como meritorios en los juzgados y tribunales a consecuencia do la 

realización de su servicio sacie/, apoyándolos para poder realizar una labor eficaz a 

través del escalafón judicial, del cual es imprescindible su establecimiento legal, para 

que sean nombrados a las plazas vacantes en el Poder Judicial del Distrito Federal. 

El motivo que me llevó a hacer esta propuesta, os que ho sido testigo do casos 

Injustos, renuncias involuntarias, ceses injustificados y otros, quo derivan do la carencia 

de un procedimeinto eficaz para lograr que sean nombradas las personas más aptas 

y moralmente preparadas, yn qua como lo he mencionado, los nombramientos se 

efectúan por razones cornplctamcnto ajenas al cometido jurisdiccional. 

Considero justo que la selección de servidores públicos del Fuero Común del 

Distrito FP.dera/, se baso en aquéllas personas quu efectiva monte so doscnvuelvcn en 

la carrcrn judicial. Es necesario un cambio en esto aspecto de nuestro derecho judicial, 

debernos contribuir a la rcintegr;:ición de la dignidad de nuestros empicados judiciales, 

ademés de quo os tiempo de tomar en cuenta <1 lo$ ignorado::;, a quienes tienen 

capacidad práctica y que por fiJlta e.Je i11f1tw11cias no son cornternplucJoscomo ncpirc-mtcs 

a ocupar ar auna plaza en el Poúcr JudiciiJI. 

Además creo que e5 importante darle oportunidüd a quien lo merece por amar su 

profesión y preocuparse por elcvüt el nivel dl: nu~stra administrnción de ju~ticla. 

Con el presente pretendo apcirtar principios en qvn ha de basurso el Poder Judicial 

para la designación de Sll'> servidores públicos, analizando para ello, el sistema de 

elección qua opera en la uctuDlidnd. 



CAPITULO 1 

ANTECEDENTES HISTORICOS 



En las sociedades primitivas no hay vestiglos de la existencia de órganos específicos 

encargados de la administración de justicia, y no podían existir porque la reacción centro 

el autor del acto u omisión dañoso para el individuo o el grupo, ya en el orden civil, ya on 

el penal, aparece corno un acto de venganza, no como un acto sereno de justicia. En 

un pinna yo más avanzado de convivencia social, la justicia se administraba por el Jo fe del 

grupo o, colectivamente por la5 asambl(ias. 

La realidad de los órganos (!Spccff icos y pcrmanontcs dedicados a la Ddministrocion 

do justicia !;;ó!o aparece en los periodos avanzados de civilización, y puede docirsoquo, 

hasta la actualidad no se hn lleg<lclo a implantar esto sistema con carácter general. 

En seguida desglosaré de manera breve ol sistema do adrninistrnr justicia en los 

antiguos puoblos de Roma, Francia, España y México. 



1.1. DERECHO ROMANO 

Con base en diversas recopilaciones históricas, encontramos que en la Roma 

monárquica, predominó el procedimiento netamente "privado" ya que el litigante 

afectado era quien dirigía el procedimiento para obtener la restitución do su derecho, 

es decir, se ve latente el hecho de hacerse justicia por sí mismo utilizando, desdo luego. 

la violencia y el auxilio de parientes y vecinos en favor del afectado; esto hace notorio 

que no existía un Juez a quien le fueran sometidos este tipo do casos. 

Respecto a los magistrados nos señala el Digesto: " ..... consra que en los 

comienzos de la ciudad de Roma los Reyes tuvieron toda la potestad. Consta asimismo 

que en aquellos tiempos existió el tribuno do la caballería ligera (o gumcJia real}. Era 

ésto el jefe de los cabLlllcro5, y ocup<Jba corno el segundo puesto después del rey" (1 ). 

No sólo tenía el rey la potcsrnd parn resolver los asuntos militares, polfticos y 

judiciales, ya que por medio de asambleas cívicas se clcgínn magistrados menores y 

estas mismas imponían penas pecuniarias por infracción de leyes. 

Durante este período Ja fat;ultad de rnsolvcrconflictos nosc concentra de manera 

organizada en ningún cuerpo colegiado o tirbitru, es decir, no se establecen reglas 

procedimentales y por tanto. mucho menos es ost<iblcciúa organiwción jud1c1al alguna 

ni representantes de ésta. Es una época en la cual, et rey era elegido por revelación 

divma, y en la cual también el poder político, hace indispensable, conforme a su 

evolución, un cambio, el cual se dió en cuanto este sistema, sólo tue vélido estrictamente 

como función religiosa la cual decae con la aparición del sistema republicano. 

(l)MARGAOANTS.,Gu1lkrml) F/uris EIDcr«h•1Pn~11doEd fafm..:c.S.A .• 11a.fal.Mh1.:o. 1911"1.p. 189 



Establecida la república, la organización judicial comienza a tomar un papel muy 

importante: se forma la colegialidad de la magistratura suprema republicana 

hallándose una base bien firme en los Fasti Consulares, lista do maglstradorcs 

mayores que se han conservado a través de inscripciones, pero, al parocerel nombre 

más antiguo para los magistrados que ocupaban la magistratura suprema no fué ol 

de cónsules sino el de praetores, esto con base, en la Ley de las XII Tablas la cual 

señala al pretor más no al cónsul y un antiguo texto legal reproducido por Livio llama 

a cada uno do los supremos magistrados Practor Maximus. Por lo general los 

cónsules se encontraban fuera de Roma, por las continuas guerras, en 367, A.C. so 

nombró otro de autoridnd inferior a los otros dos, que no podfa ausentarse do la ciudSd• 

a este se le denominó Praotor Urbanus, que administraba justiCia a personas 

provistas del acceso a las Logis Actones, uno de los privilegios que componian la 

ciudadanía romana, pero que podía concederse tambión a algunos extranjeros. Pma 

controversias Que se suscitaran entre romanos y extranjeros que no tuvieran esto 

derecho, o entro extranjeros entre si, se creó la función del Praetor Perogrlnus. 

Posteriormonto aumentó la cantidad de pretores. Pomponio nos nporta el siguionto 

dato: En el siglo 11 de nuestra ora habia dieciochG, v la mayor parto con una 

competencia especial, particularmcntu para lns tutelas. PractorTutclaris; y para los 

fldeicomísos: Practor Fideicommlssairius. 

Junto a los µrotores so unfüo los ediles quienes desarrollaban funciones 

administrativas, tales corno la policiade la ciL:dad y cierrns atribuciones judiciales qua 

se relacionaban con las ventas públicas de esclavos y de animales. Se distinguían 

los ediles plebeyos, los ediles curales , y desde Julio C~sar los ediles cereales, 

encargados de la vigilancia del trigo y de las distribuciones que se hncfan al puoblo. 

En relación fl ta fama de elección en ostc período todos los magistrados eran 

designados popularmente. Bajo la República y durante ef primer periodo del Imperio, 

el pretor era magistrado por excelencia, y su jurisdicción de las más extensas. Pero 
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a los nuevos magistrados oreados por los emperadores, el Prefecto de la Ciudad y el 

Prefecto del Pretorio, les fueron atribuidas poco a poco la mayor parte de las facultados 

que pertenecían al pretor. 

Al lado de éstos, funcionaban también el senado y el prlnceps como órganos do 

la justicia, la jurisdicción del senado so concentraba principalmente a los libros de la 

clase senatorial. En esta época el emperador tenía su propio Tribunal, el cual atraía 

procesos que se seguían por medio del senado. 

En las provincias, la autoridackldministrativa y Judicial pertcnocraal presidenta 

de cada provincia: procónsul, propetor o legado del emperador. Las funciones do los 

cuestores oran casi las mismas de i~s ediles. 

Constantino roafirmu li.l división del Imperio hecha por Dioclcciano y ro parto el 

territorio en cuatro prefectura5: El oriento, Italia, Ja Iliria y las Galias. Cada una do ollas 

estaba encabezada por un prefecto del Pretorio, y a su vez estaba subdividida en 

diócesis y en provincias. A partir de esto, el Magistrado ordinario encada provincia fuó 

el Presidente o Rector. Sus sentencias eran apelables ante el Prefecto del Pu.,torlo, 

quien representaba al Emperador, olcual era el magistrndo supremo do todo el Imperio 

(2). 

DERECHO FRANCES 

Cuando la monarqufa imperó en FranciJ, la función jurisdiccional estaba 

concentrada en el Rey, quien administraba justicia a través del Consejo Real. (o 

Consejo de Estado), dicho monarca tenfa la facultad dcdclcgnro retener ampliamente 

la jurisdicción. 

C2lPETIT,Eu~:foe. Tn.udnc:kml"rit11.IJeDc:cchr¡R1•mJn;i f..J Epoc.i,S A 9a. EJ Mél.1<:0, 1917p 615 



A partir del Siglo XIII, cuando el poder de la monarquía aumentaba, a la par se 

Incrementó el número de procesos judiciales, los cuales no podían yn, ser resueltos 

por el Consejo Real, lo que hace necesario se encargue esta labor a especialistas en 

Derecho, a los que se los separó de manera secclonizada, denominándolos 

"Parlamentos", oncomondándoles, por tanto, funciones de carácter judicial. 

El desarrollo do las ciudades entre las más imponnntos París, que alcanzó 

verdadero esplendor, la industria artesanal organizada en gremios, y la paulatina 

expansión del comercio acarrearon problemas como la miseria, ol atraso clentffico y 

enfermedades devastadora$. 

La transición hacia Ja Edad Moderna so anuncio con la expansión económica, 

la centralización política y el creciente poder do las monarqufas, el desarrollo do la 

banca y la oconomra monctar la, y os el caso, quo para el siglo XVI los parlamentos 

hacen a un lado el desempaño judicial para el cual fueron creados y pretenden como 

consejeros del rey. entrar en el campo po~ítico. Por ello la Asamblea constituyente so 

vo en la necesidad do tomm mudidas al respecto, por lo quo dicta la Loy do 

Organización Judicial promulgada en 1790 y la cual logra quo el Podar Judicial 

permanezca imparcial ante todo tipo do casos que le fueran sometidos. Esta 

legislación alcanza la creación do un máximo de instituciones quo entre las más 

destacadas so encuentran: la elección de jueces par voto popul.Jr, laconciliacióri, el 

arbitraje, la división do competencia por materia a los trfbuna!es, estos constituídos por 

legos. Es establecido el Tribunal de Casnción y se instaura el medio do impugnar a 

las sentencias ante otro tribunal do Iguales grados y jerarquía, denomlnado .. Apelación 

Circular" po'iteriormcntc surge la Ley de Organización Judicial del 20 do abril rlo 181 O 

la cual aporta importantes cambios: al Juez do Paz lo coloca en pequeñas 

circunscripciones administrativas llamadas cantones, por lo que la cantidad de estos 



funcionarios se reduce; son creados tribunales de segundo grado a los que les 

corresponde conocer de la apelación, por lo que se suprime Ja anterior " Apelación 

Circular". 

Los jueces ya no son elegidos popularmente, ahora son nombrados por el Primer 

Cónsul ydespuós por el Emperador. Para cntonCes ya existía una organización judicial 

estructurada en forma gradual. 

Para efectos del presente estudio, es importante señalar que con la "Ordenanza 

del 22 de diciembre de 195B" es creado el "Centro Nacional de Estudios Judiciales" 

con el ffn do prosperaren materia de selección de funcionarios del Poder Judicial (3). 

DERECHO ESPAÑOL 

Como so citó anteriormente, en Roma se ejercitaban las acciones a través del 

proceso, ésta era la forma que había determinado el Estado. para tal efecto: ejercitar 

acciones que el derecho sustantivo concedía. 

Asimismo. con el paso del tiempo evolucionan las organizaciones judiciales en 

Europa, sobresalen entre c!l;:1s. las ya mencionadas dal derect10 romano, del derecho 

canónico y derecho visigodo y que, en su conjunto sirvieron de gran influencia al 

derecho español, las cuales rigen cnEspafia antes de la instauración del Fuero Juzgo. 

(4). 

A continuación mencionaré en resúmen los aspectos más importantes de los dos 

últimos, ya que respecto del primero, han quedJdo seña Indos con anterioridad: 

(J) BARRER.A, J. NKu10. • La úrgan11..1cu.~n JuJKul y!.. r11nn.sd15n <.!<:"" !01 fo.eu::1" La upenc.n(l-1 fraoi.:i:1&º Üfll\lr'tiidtJ 
NaciamlTuawrnArgcnt111.a.198J.p t<J 

(4)0ECERRADUT1STA,Jo,.U: º"ElpnxcJ<.1Ct\lik11Mé.u.:o • ,cd.J\lrn4.S A.,Mb.JCo, 19S6 
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El Derecho Canónico adquiere auge cuando la Iglesia exige su Intervención en 

los asuntos civiles, en los que, logra que los clérigos fueran una de las partes en el 

proceso civil, aparte de intervenir en causas de carácter espiritual, como controversias 

matrimoniales, litigios do pobres, etc. 

Logra además, que las autoridades civiles dioran primeramente en Italia y 

después en Europa, validez a las resoluciones de los tribunales eclesiásticos; ésto 

permitió, que los principios jurídicos introducidos por los canonistas en los procesos 

alcanzara un desarrollo notuble. 

Es de hacer resaltar que como características principalos de esto derecho so 

encuentran: que el Juez, como tercero entre las parto~, dobla decidir según su 

convicción; no era objeto de la prueba revelar la intervención do la divinidad, sino 

comprobar la verdad de los hcct1os y la sentencia sólo valía entro las partc5, lo que 

significa que no tenía vnlor de verdad absoluw. 

En lo que se refiere al Derecho visigodo, con motivo do los ataques bárbaros, 

aporta a España elementos de ornn importanciLI en su lcgislncíón. Crean los visigodos, 

su propia codificució~. lu cual advierten varios autorc:> csconfundlda con el derecho 

romano~canónico. Resulta de ellas, la mtis importüntu denominada CODEX 

WISIGOTHORUM, LIBER JUDICIORUM. o FUERO JUZGO, rcúactocla nn el Concilio 

de Tolccto que se consideró como Ley G~ncral princip31mcntc en el mino de León y os 

una de las fuentes legislativas de la época de la rcconqui-;ta. 

Entre las carncterfstir.:ns m:'is impon antes de este cuerno do leyes se üncucntrnn: 

Ja institución del juicio públ:co y verbal, la prohibición de fa Sl1plencía de lo ley pnra los 

órganos iuridiccionales dcjandoesrn facultad al Rey y la atrihución de una jurisdicción 

IO 



obligatoria a los tribunales. 

Para afecto de que los reyes visigodos no juzgaran en secreto, el Concilio de 

Toledo les pidió a estos crearan sus consejerías 6 asesorlas, aprareclendo, por esta 

causa los vicarios y los condes. 

En esta época ol orden jurídico español es establecido a través do estamentos 

denominados Fuoros, que oran documentos que contenían los privilegios do los 

habitantes de una ciudad reconquistada a consocuoncla do la rendición do sus 

caudillos, entre los más lmportanes están: El Fuero Real do Léon, Toledo, Nájora, 

Cuenca, etc., el Fuero castellano, de Alfonso VI; ol Libro de losrueros do Castilla o 

Fuero de Burgos (do mediados dol siglo XIII! y ol Fuero Viejo de Castilla, promulgado 

por Pedro 1en1365, cuyo torcer libro so ocupa del procodimicmto en los Juicios. 

En 1371 son creadas por Enrique 11, las audiencias, órganos Jurisdicclonalcs 

superiores, cuya función era conocer los litigios de los fijosdalgos y do los mayorazgos. 

Una de las legislaciones más importantes do esa época fue la llamada Las Slotc 

Partidas, do las cuales la tercera contiene leyes dirigidas a regular la actividad de los 

jueces y abogados, pero debido a las luchas contra los musulmanes, el sistema 

"judicial .. que imperaba se mantiene igual durante lareconqui!;ta y no so puede unificar 

la organización jurisdiccional, rospotándose por decisión dol Monarca, la autonomía do 

los jueces locales, y con el tiempo, se centrnliza nuevamente la justicia en manos del 

Rey. 

1834 es un año de trascendencia, se separan las funcionas jurisdiccionalc!. do las 

administrativas y mediante un decreto real do eso mismo año, se modifica la competencia 

de las reales audiencias, además de que se crean los jueces do partido. 

11 



En la actualidad la organización judicial en España se determina de la siguiente 

forma: El tribunal Superior de Justicia está integrado por 6 salas, en orden de menor 

jerarquía, le siguen la audiencia, los jueces de primera Instancia que resuelven las 

Impugnaciones de las resoluciones de los órganos de justicia municipal que son los 

jueces municipales, los jueces comarcales y los jueces de paz. 

DERECHO MEXICANO 

Respecto del Derecho Prehispánico, y do manera muy breve cabe hacer mención 

que dentro del régimen azteca cada caso tenía su ley, el criterio del Juez so basaba 

en la costumbre y en el ambiente social. 

La administración de jL•sticia estaba a cargo del rey y en jerarquía le soaura el 

Cihuacóatl, gemelo mujm, quo hacía las veces del monarca, administraba justicia y sus 

resoluciones eran inapelables, esto tipo do funcionario imperaba en todas las provincias 

importantes dominadas porTcnochtitlan. 

Los asuntos de mínima importancia eran somot1dos al Contoctlaplquas, do los 

cuales habfa varios en cada barrio. 

Funcionarios de mayor jerarquía, eran los que integrnban el Tr:bunal para 

controversias civiles: el Tl11catécatl, que fungía como titular auxiliado con dos ayudantes 

y un teniente por cada uno. Otros funcionarios mns limitados eran el Topoxotl ó 

Pregonero quo publicaba los fallos, y ol Toquitlatoqul quien notificaba la cit<:J, que 

resultaba de la demanda ó tctlaitlaniliztli, y quien ejecutaba el fallo en asuntos 

importantes crOJ el Cuahnoxtli que pertenecía al Tlacatccatl. 

Con la conquista española, toda esta organización dosaparcco y, - sostiene el 
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maestro Esquive! Obregón- en tres siglos de dominación de España hacia los pueblos 

Indígenas, no logra que impero su cultura jurídica, ya que fué muy dificil la adaptación 

plena do! Indio a su legislación heredada de Roma. 

Dad~ el dominio de España en casi toda América, so hizo Imprescindible crear un 

cuerpo de leyes que comprendiera los aspectos más importantes acordes con esa 

época. 

En 1524 se crea el Consejo Real y Supremo de Indias, que era un cuerpo 

legislativo pero a la vez el Tribunal Judicial Superior donde se conocía del recurso 

extraordinario de segunda suplicación sobre las resoluciones definitivas do las audiencias 

indianas. apelaciones de la casa do contratación, juicios de residencia, etc. 

El Consejo de Indios cstnba formado por ministros, funcionmios y empicados 

subalternos. Eran parte del primer grupo: El Presidente sustituído do manera interina 

por un gobernador; el gran chilncillcr quien por la importancia dn su puesto no 

realizaba ptlrsonn1mentc su cometido el cunt se lo delegaba al teniente de grnn 

chanciller, se encaruabu de manejar y cuidar el sello con el que registroba los documer1tos 

emanados del Consejo. 

A este mismo grupo pertcnccian, los consejeros que podían ser militares {caba!toros 

de capa y espada) o letrndos. Dentro de esta catcgoritl, se encontraba tarnb1éncl fiscal. 

auxiliado por el ::.o!i.;it.11.for f,.!>cal, ( h<:ibf.:. dus de C.::ida uno: en IJ Nuu\.·o Esp;u)u y Perú). 

sus actividades consistían en defender lil Jurisprudencia Real, <JI Regio Patronato, la 

Real Hacienda, de los indios, y en sítcnian intervención c:ntodos lo.:; asuntos somuticlos 

al Consejo. A su vez había un secretario (uno en Nuuva Espafla y otro on Perú n partir 

de 15961, y úos escribanos: unoúe gobernación y uno do ju~tici<l. 

En la esfera de los funcionarios tenemos dcr1tro de los de jus1icia<:tl oscribanode 



cámara de justicia quienes se encargaban de poner por escrito las resoluciones de 

las audiencias, certificar documentos, notificar a las partes, recibir promociones, llevar 

libros de registro, examinar testigos y darféde lo actuado. los relatores que proyectaban 

resoluciones, eran cuatro, debían ser letrados y designados por el Presidente del Real y 

Supremo Consejo de Indias. 

El abogado y Procurador do Pobres lo que hoy so cquipá"ra con el defensor do 

oficio, sobre este encontré una información vaga, solo que era quien representaba en 

juicio la defensa de criollos, mestizos, mulatos, indios y negros. El receptor ordinario 

desahogaba las pruebas que, por cualquier causa, no lo hacían los escribanos ni los 

ministros. Se incluye también dentro de osta clase de funciconarios al alguacil mayor 

quien ejecutaba las decisiones de última instancia. 

El personal subalterno se componía por portaros, el alcalde y el pregonero. 

quienes tenían facultades muy limitadas y las cua!C!s nplicaban en casos do menor 

importancia. 

Siendo rey de España, Carlos 11 so promulga el 18 do mayo de 1680, la Recopllaclón 

do leyos de los reinos de las lndlus compuesta do nueve libros, divididas de títulos 

que se forman de leyes numeradas. El libro V, que tieno quincotftulos, trata ndcmás do 

las autoridades y proccdimicntosjudictales, do los términos, divisiones yagrcgncióndc 

las gobernaciones; y también de los alcaldes mayores y ordinarios yde los alguaciles; de 

los escribanos que pertenecen al primer nivC!I judicial, de las competencias, de los pleitos 

y sentencias; de las recusaciones, de las npclaciones, suplicaciones y ejecuciones. 

Las reales audienci.as quu crnn órganos colegiados, pertenecían a un segundo 

nivel de ese orden judicial quo existían en carla Distrito que era parte del territorio colonial. 

Para que sus magistrados (que tenían que ser personas letradas en la carrera de Leves~ 
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administraran justicia con independencia de Intereses, amistades o parentezco en el 

lugar donde ejercían jurisdicción, les estaba prohibido dar o recibir dinero prestado, 

poseer tierras y en sía llevar a cabo actos que pusieran en Juego su prestigio. 

El número de sus integrantes variaba según estuvieran determinados los territorios 

de sus virreinatos. 

La audiencia de México, estaba compuesta por un Presidente que era el virrey y 

ocho oidores que actuaban en salas para asuntos civiles y criminales; había un fiscal en 

materia civil, otra aparte de la que residía en México, se enconiraba en Guadafajara. 

Debían fallar en base a las disposiciones creadas pma las Indias y, en su dofocto, a las 

leyes de Castilla, de acuerdo a lo dispuesto por Carlos V desde 1530. 

A partir de la Constitución de Cádiz, se prohibjó In cxjstcncia de tribunales 

especiales, desapareciendo todos éstos, a excepción de los fueros do guerra y 

eclesiástico. Situación que continuó en la época indcpcndionta, aunque subsistieron 

tribunales especializados, como el caso de los del comercio o de la Hacienda Pública, 

aunque ya con tendencia a desaparecer; hasta la Constitución de 1837, en que fueron 

abolidos completamente cont111uando únic;:imcntc el fuero militar, fueron reglamentados 

sus tribunales, preceptuando en su numer¿¡l .Ei que mientras fuera dividido el territorio 

de la República, el Tribunal se integrnrfa por 11 Ministros y un Fiscal, distribuidos en tres 

salas. Los Magistrndos eran nombrados por la Suprema Corto de Justicia, mismu quo 

el 15 de enero de 1838 expidió el Reglamento para el Gobierno interior de los Tribunales 

Superiores de lri Rept'Jblicn. 

El 12 de junio de 1843, se establecen las bases que organizan el sistema político 
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de México en la formasiolliente: Una Suprema Corte do Justicia, Tribunales Superiores 

y Jueces inferiores de los Departamentos, Tribunales Especiales de Comercio, Hacienda 

y Minería que podían ser aumentados por el Congreso. 

Además el 28 de febrero de 1843, Nicolás Bravo expide un decreto que cstablcco 

la organización de los Tribunales Superiores y su reglamento interior respectivo, con 

la ley de 17 do enero de 1853, se rcorgnnizan los tribunnles de la siguiente manera: 

Los juicios verbales y de conciliación fueron sometidos a los Jueces Menores, 

sustituyendo a los antinuos alcnldcs. Existen también la clase de jueces que no eran 

letrados y que debían estar (jCOmpañados por un abogado, para quoóstcl0'..; i:lconscjara 

para emitir sus re~oluciorn~s. a este tipo de juzgadores se les denominó Jueces 

Asosorndos. 

Los que debían ser letrado:.>, con 25 L!Íios de ed<.1U y e11 el ejercicio de sus derecho!; 

mexicanos, según la Constitució11 do 1ü12, oran los Jueces do Prirnern Instancia, 

quienes conocían de los juicios civiles de sus pmtidos respectivos. La primera ley 

procesal fué la expedidil por ul Presidente Ignacio Comonfort el 4 du rn.:iyo de 1857, 

pues la de Anastacio Bustamantc de 18 de mmzo de 1840 y la de Don Juan Atvarcz 

de 22de noviembre de 1855, no tuvieron rclevanciü, empero, que esta última ust<Jb!eció 

el Tribunal Superior del Distrito, integrado por cinco maoistrmJos ytressatas, funciontil>a 

en pleno para cuestiones no jurisd1cc.:ionalos y en su!L1s, quu conocíun de suuundus y 

terceras instancias. de nulidad de scntenciass, del recurso de casación y rcsolvfan 

competencias, así corno las excusas v rccus<Jcioncs de los jueces. 

Este tribunal es ::iuprunido en 1862 pur Bcni10 JuJrél, quien en 1 SG8 io reinstala 

y reorganiza. En todos los tribunales siempre hubo secrctaríd~icor1 su func:ión fcdotaria. 

Para efectos do este trabaio. es importante precisar quo respecto dela dosignación 
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de los titulares de los órganos jurisdiccionales, se dispone en la Ley Orgánica de 1855 

la consulta directa del Tribunal ante el Congreso do la Unión, y el de proponer ternas 

para jueces de primera Instancia, además de establecer la limitación de atribuciones 

a jueces, magistrados, salas y pleno. 

La organización judicial del Distrito Federal, establecida en la Ley Orgánica de 30 

de diciembre do 1932, fuó derogada para entrar en vigencia la actual a partir del 31 

de enero do 1969. 

Dicha ley ha sufrido reformas importantes publicadas en el Diario Oficial do la 

Federación de 1 B do marzo de 1971 croando los juzgados do lo familiar. facultando 

al Pleno del Tribunal Superior de Justicia para decidir cuales salas iban a conocer de 

estos asuntos; dicha distribución competencial de las Salas fuó modificndo mediante 

la publicación en el Diario Oficinl del 5 de marzo de 1974. 

Asimismo, por decreto publicado en ol Diario Ofícialdol 30 de diclombrc do 1975 

desaparecen los cuatro partidos judiciüles del Distrito Federal, convirtióndosecn uno 

soto tanto en materia f.Jmiliar como patrimonial. Mediante el publicado en 27 do 

diciembre de 1983 se decreta la cornputc-ncia porcuantiti de los jueces de paz y civiles. 

Por decreto de 7 dr.o febrero de 1985 son creados 15 ju7gados del arrcndumiento 

inmobiliario, designando, el Pleno del Tnbunal Superior de Justicia para su cumplimiento 

a 15 juzgados civiles para convenirse a los ya mencionados del J\rrcndamionto 

Inmobiliario, a éstos les son sometidos todos los asuntos derivados del nrrondamlanto 

destinados a hnbítación, comercio, industria cte. 
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Posteriormente son creados los juzgados concursa los y central de consignaciones, 

además también se centralizan las notificaciones y ejecuciones, so crea la Olicialfa de 

Partes Común y por boletín judicial de fecha 1 O de mayo do 1991, son creados 5 

juzgados de lnmatrlculación judicial. 
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CAPITULO 11 

SISTEMA DE NOMBRAMIENTO DE LOS SERVIDORES 
PUBLICOS JUDICIALES 



11. 1.1.- JURISDICCION 

La designación de los servidores pübllcos judiciales, presupone la existencia de 

órganos jurisdiccionales creados por normas tegÍtimadas; l!stas dos condicionantes son 

consideradas como requisitos objetivos para ser titular de dichos órganos. 

"La formación de tal conjunto de órg•rnos está proscrita por una serio de normas 

legislativas, que en cuonto se refieren¡; unn c.:itcgoria bien diferenciada do órganos y oficios, 

asumen un carácter canstitucionnl de I~> organizoci611 de lo~ óronnos jurisdiccionales ... (5). 

Los sujetos que han de dcscmpciiar las nctividndes encomendadas a los órganos 

Jurisdiccionales del Estado, en cu<mto son designados pma cumplir con este cargo, so ligan 

al Estado, mudi::mtc una rclllción de empleo o servicio, quu opmccc 1ncúi<.1ntc el nombrnmicnto, 

os decir, desde el momento en qua t.Jlcs s~1jctos pasan o formm pnrta de los funcionarios del 

Poder Judicial. 

Antes de entrar al estudio de los requisitos subjetivos para sor nombrado sorvidO( público 

judicial es indispensable atender al concepto cicla juri'.idicr.ión. 

Encontramos, qua la palabra jurisdicción se compone do las siguientes rafees 

etimológico:;: .. IUS·Dcr~cho y DICERE, DECIR,o St!<J, decir ol derecho. 

Al respecto, el maestro l3ocorrn Bautistñ la define como sigue: 

"Jurisdicción, es la f;:icultad de decidir, con fuerza vinculativa para las partes, una 

determinada situación jurídica controvortida. lfil 

Esto, ha sido toma de gran discusión por tratud1stas antiguos y moúornos; uno lo 

(5} ROCCO. HUGO Tntb..l.~ Je Dcrc.'.ho rrm:~ul Cn.11" EJ Tu:11\) Ji; l'Jlr:n, llurnu~ Airo, t9B3 Vol. 11. p. 1 
(6) BECERRA BAUTISTA, fon!. Oru~. c1t r- S 
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conceptualizan de una manera y otros do otra. Pero la verdad es que este vocablo, a pesar 

de que contiene, un sinúmero de definiciones aún diferentes, se refieren en resllmen. a 

concluir que Jurisdicción es Ja facultad del Estado de aplicar la norma general al caso 

concreto. 

La actividad jurisdiccional se mantiene en la existencia de una controversia entro partes, 

que debe resolverse en forma vinculativa, por una persona quo tenga el poder necesario para 

que su determinación sea precisamente obligatoria. 

La doctrina sostiene que son atribufdas a la Jurisdicción, dos tipos do características: 

Las esenciales, entre las que se encuentran la facultad decisoria y que so presenta cuando 

el juez adecúa la norma abstracta a su caso controvertido; la f acultud do coerción consistente 

en la fuerza que tiene la determinación del Juez, la cual ninguna ele las partes ha de desacatar; 

fa facultad de documentación supone que todo lo actuado por los órganos jurisdiccionales 

debe tener fé pública. 

Las características formales son: la existencia del órg;:mo jurisdiccional, poro con 

posición independiente; igualdad de /as partes; y un procedimiento precsWblecido encl que 

se contengan formalidades predeterminadas que garanticen libertad do las partes v la 

independencia del Juez. 

11. 1 .2. Disposiciones constitucionales relativas al Derecho Judicial 

Como se mencionó al inicio de este capítulo, para que se dé el nombramiento de 

servidores públicos judiciales, debe, la organización jurisdiccional, estar proscrita en la ley. 

fundamental. 
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Esta organización, a su vez, debe ser acorde a las gnrantías de juicio para todo 

ciudadano, plasmadas en nuestra Carta Magna, las que, de manera resumida enunciaré a 

continuación: 

Artículo 8° .- Ouo consagra el derecho de petición consistente on la facultad ciudadana 

de formular peticiones a toda clase de empleados y funcionarios, liJ que debe hacerse on 

forma escrita y respetuosa, además Que debe ser acordada en corto tórmino parn comunicarla 

al peticionario. 

"El derecho de petición tiene tanta importancia en materia judicial quo algunos autores como 

Eduardo Couture, lo hnn Identificado, con el derncho de acción procesal. Sólo quo so 

considero a ésta corno la focu!tnd do cm~ctcr general y nbstrnctodc formular puticíoncs antu 

los tribunales, sería verdadera CSil identificación". {7} 

Así como el precepto antes citado, e! artículo 11 habilita <i lns mitoridlldos jurisdiccionales. 

para restringir el libre tránsito de las personos sólo en los casos en que el individuo hayn 

incurrido en rcsponsabilldiJd civil o penal, parn lo que es necesaria una resolución teya! do 

autoridad competente al respecto. 

El ortfculo 13 ol c~tablecer que nadie pur.de ser juzgado por leves privativas, ni por 

tribunales especiales, hace ~obre entender, que la facultad jurisdiccional solo corresponde 

aplicarla al Estado. 

El contenido del articulo 14 constitucional encierra disposiciones muy importantr.s 

(T) PALLERES. r:d11Anlo. •nert<eho Proccul C1.,..11·. 1),.. EJ .. EJ. P.:irnfa .. 989. M<1 ~i..;o. p. 305 
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respecto de la jurisdicción, que para efectos del presente tema cabe hacer resaltar las 

siguientes: 

Le aplicación lrretroactiva de Ja ley en perjuicio do persona alguna. 

La garantía da audiencia judicial ante tribunales previamente establecidos en 

los que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. 

Asimismo este precepto al enunciar que los juicios deben seguirse ante tribunales 

"previamente establecidos", confirma la prohibición del artículo 13 en relación a los 

tribunales especiales. 

El numeral 16 do nuestra Constitución, garantiza el principio de legalidad, que se 

sintetiza en que las autoridades que gobiernan el país sólo tienen las focultodcs Que las leyes 

les otorgan expresa o implícitamente, o sea tas que derivan de manera directa do las lcyÓs 

y las que do ellas se infieren porque son necesarios a fin de poder ejorcitar lilS primeras. 

Una de las más importantes normas relativas al Derecho Judicial on estudio, es la 

contenida en el artículo 17, el cual es la base do la administración de justicia en Móxico al 

establecer que los tribunales estarán expeditos para administrarln y del que so derivo el 

derecho de acción procesal, o sea ol de acudir a los tribunulcs en dom;mda de justicia. 

El artrculo 49 estatuye 1a indepcndicncia v autonomía de los Poderos de la Unión. 

De gran importancia para el presente estudio, es el mencionar las facultades quo son 

otorgadas a la Asamblea de Representantes del Distrito Federal en el artículo 73 

constitucional, fracción VI, inciso H. baso 5a., al seiialar los términos en quo ha de ser 

designados los magistrados y jueces del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 
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Además de los mencionados, tionon vínculo con el Derecho judiclal, los slguientos 

preceptos constitucionales: 

El artículo 74 quo dispone entro las facultades do la Cámara de Diputados declarar 

si proceden penalmente las acusaciones a los servidores públicos que Incurran en delitos, 

en términos del título IV, servidores, entre los que se encuentran los magistrados y jueces del 

Fuero Común del Distrito Federal. 

El artículo 76 que establece entre las facultades del Sonado otorgar o negar su 

aprobación a los nombramientos y licencias de los Ministros do la Suprema Corte do Justicia 

do la Nación, que los somotn el titular del Ejecutivo Federal. 

El artículo 79 que prescribe "La Comisión Permanento, además de las atribuciones 

que expresamente le concede esta constitución, tendrá las siguicntos:ll Rocii:Jiren su cnso, 

la protesta del Presidente de la República, de los miembros de la Suprema Corto de Justicia 

de la Nación y dt1 los Magistrados del Distrito Federal, V. Otorgar o nogllr su oprobucíón 

a los nombramientos de ministros de lll Suprcmu Corte do Justicia así como las solicitudes 

do licencia de los Ministros de la Corte que le someta el Presidente de la Repúblic<J". 

El artículo 89 que otorga facultad al Prcsidcnto de la República, a faci!itnr al Potler 

Judicial los auxilios QUC nf'r,e5ite rrnrn ni ejNcicio expodito tJc sus funciones, nombrar 

magistrados delTr1burml Superior de Justicia del Distrito Federal y sorntncr lo:> nombramientos 

a Ja aprobación de In Asamblea do Representante:; del Distrito Federal. 

Do importancia es scñalm tos artículos 94 y 107 que determinan In organización del 

Poder Judicial de In Federnción. así como el establecimiento del Juicio do Amparo y la 

competencia de los tribunales c¡;ie lo integran 
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El título IV que se refiere a la responsabilidad do los funcionarios públicos entre los 

que se encuentran los Ministros de la Suprema Corte de Justicia así como los Maglstrndos 

y Jueces del Tribunal Superior do Justicia del Distrito Federal, otorgándoles el fuero 

constitucional. 

El ertlculo 121 fija las bases del derecho local judicial. 

Por último, el artículo 133 dispone: •Esta Constitución, las leyes del Congreso do la 

Unión que emanen de ella y todos los tratados que estónde acuerdo con la misma, celebrados 

y qua se celebren por el Presidente de la República con aprobación del Sonado, serán la 

ley suprema de toda Unión. Los jueces de cada Estado so sujetarán a dicha constitución 

o leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario quo puada habar en la 

Constitución o leyes de los Estndos". 

11. 1.3. Organización Judicial on al Distrito Fodoral 

La Ley Orgánica do los Tribunales de Justicia del Fuoro Común del Distrito Fedornl, 

publicada en el Diario Oficial do la Fedoración el día 29 de enero de 1969, establece en su 

artículoP; 

"Corresponde a los tiibunalcs de justicia del Fuero Común del Distrito 
Federal, dentro do los término'i qua cstablcco la Constitución 
General de la República, la facultnd de aplicar las leyns en nsuntos 
civiles y penales del citado fuoro; lo mísrno que en los asuntos del 
orden fcdornl en los cm:;os en que cxprcsnmcnto las leyes de esta 
matr.ria lr.s confirm~n juri:;dlcción". 

De acuerdo u este precepto, dichos tribunales no !;ólo pueden actuar en materias 
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propias de derecho com~n. sino tamblérhas q~~ corresponden al federal, aunque 

excepclonalmente. 

Conforme a lo dispuesto por el Art. 2º de esta misma ley; las atribuciones referidas en 

el artículo anterior se ejercen: 

Por los jueces de paz; 

11. Por los jueces de lo civil; 

111. Por los jueces de lo familiar; 

IV. Por tos jueces del arrendamiento Inmobiliario; 

V. Por los jueces de lo Concursa\; 

Vl. Por los árbitros; 

Vil. Por tos jueces penales; 

VIII. Por los presidentes de debates; 

IX. Por el jurado populnr 

X. Por la Oficina Central do Consignaciones. 

XI. Por el Tribunal Superior de Justicia; v 

XU. Por los demás servidores públicos y auxiliares de la Administtaciónde Justicia, 

en los términos que establezca esta ley, los Códigos de Procedimientos y leyes 

relativas. 

Según el art. 3º, los tubitros no son autoridades, al prnc;üptuar: 

" Los árbitros voltmtarios no ejercerán autoridad pública; pero de 
acuerdo con las reglas y restricciones que fija el Código do 
Procedimientos Civiles, conocerán según los términos de los 
compromisos respectivos, del negocio o negocios civiles, que les 
encomienden los 1ntercs;:idos". 

Por lo tanto el cjerc1cio do sus facultades, son netamente rosuingidas. 
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Existen en la actualidad 14 Salas de Trib.unal Superior de Justicia del Distrito Federal. 

Cada una de ellas está compuesta por tres magistrados y a éstas correspondo un número 

ordinal inlcléndoso por las salas civiles, siguiendo por las panales y familiares (art. 40 

L.O.T.J.F.C.O.F.). 

En cada uno de ostos órganos. cada año os elogido do entre los magistrados que lo 

componen, un presidente quo durará en su cargo un año, sin derecho a roolecclón para el 

período siguiente. Los magistrados de cada sala, desempañarán el cargo do semanero por 

turno semanario. Las rcsoluclonos do las Salas son tomadas por unanimidad o mayoría do 

votos(art. 41, 42 y43 L.O.T.J.F.C.D.F.). 

Los presidentes do sala tienen las siguientes facultades: 

l. Llevar la correspondencia do la Sala y autorizarla con su firma; 

11. Distribuir por riguroso turno los negocios, entro ól y los demás miembros de la Sala, 

para su estudio y proyecto oportuno; 

111. Presidir las audiencias dola Sala, dirigir los dobates y cuidar del orden do la misma; 

IV. Dirigir la discusión de los negocios a la Sala y ponerlos a votación una 'lez terminado 

eldobato; 

V. Pasar a la sccrotarfLi dn ncuerdos los resolutivos vorndos y nprobados; 

VI. Aprobar las cuentus du los gastos do oficina llo la Sol.<i; y 

VII. Vigilar la conducta y el debido cumplimiento dr? sus respectivos deberes, de los 

servidores públicos quo laboran en la~ salas, imponiéndolos las sanciones administrativas 

quoproccdan (art.44 L.0.T.J.F.C.D.F.J. 

las salas cívilcs conocen: 
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l. De los casos de responsabilidad civil, de los recursos de apelación y queja 

interpuestos en asuntos el viles, contrn las resoluciones dictadas por los jueces de lo Civil y 

de única Instancia del Distrito Federal; 

11. De las excusas y recusaciones de las autoridades judiciales del fuero común del 

Distrito Federal, en asuntos de orden civil; 

111. De los conflictos competenciales Que se susciten en matcri civil entre las autoridades 

judiciales del fuero común de\ Distrito Federal; 

IV. De los casos de responsabilidad civil y de los recursos de apelación contra las 

resoluciones dictadas por los jueces de Arrcndamíento Inmobiliario y de lo Concursa\; y 

V. Delos demás asumas que determinen las ley os (art. 45 L.O.T.J.F.C.O.F.). 

La competencia de las Salas de lo Familim es la siguiente: 

l. Conocen do los casos de responsabilidad civil v de los recursos de Apelaclóny Queja 

interpuestos en asuntos úclor<1en familiar, contra las resoluciones dictadas por los jueces de 

lo Familiar del Distrito FederrJI· 

U. De los proccdirnicntos, recusaciones de las autoridadr.s judiciales del ruero común 

del Distrito Fe-jora l. en asuntos familiares; 

111. Do tas competencias que se susciten en rniiterio de derecho fnmiliar, entro las 

autoridades judiciales del fuero común del Distrito Federal; 

IV. Do los dorná!; asuntos QUC' determinen las leyes. (art. 46L.O.T.J.F.C.0.F.). 

Las Salas Penoles conocen: 

l. Oc las apelaciones y denugadas npf'!lncioncs correspondientes e interpuestas en 

contra do las resoluciones dictadas por los jueces penales dül Distrito Federal, incluyendo 

las rcsoluc1ones relativas a incidentes civiles que surjan en los procesos; 

11. De la revisión de las causas de !;i competencia del Jurado Populm; 

111. De las excusas y recusncioncs de los jueces penales do\ Distrito Federal; 
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IV. De las competencias que se susciten an materia penal entre las autoridades 

Judiciales del fuero común del Distrito Federal; 

V. De las contiendas de acumulación que se susciten on materia penal entre las 

autoridades judiciales del fuero común del Distrito Federal; y 

VI.De los demás asumas que determinen las leyes (art. 46-Bis L.O.T.J.F.C.D.F.). 

Hasta la fecha, funcionan en el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 14 

Salas: conocen do asuntos civiles la primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, soxta y 

séptima; de asuntos penales conocen la octava, novena, décima, décima primera y décima 

segunda; do asumas familiares, la décima tercern y la décima cuarta. Existo una Sala auxiliar 

y tres magistrados supernumorarios. 

Asimismo, funcionnn en Primcm Instancia 40 Juzondos civilns; 40 Juzgados de 

Arrendamiento lnmobil1"1rio; 40 Juzgados Familiarns; 2Juzgados Concursnles; 66Juzgados 

Penales; 36 Juzgados tlo Paz especializados, 16 en materia civil y 20 en materia penal y 5 

Juzgados de lnmatricu1ación Judici;;I, 

Los auxiliares de la administración do justicia, no forman parte de ella, pNo colaboran 

con los tribunales paro la eficiencia de su función, el mt. 4°. cnunc1<J las instituciones y 

personas quo tienen eso carácter y que están sujotos n los preceptos Jo la loy orgónica üll 

cuestión. 

La misma loy establece quu para efectos de ella, en el Distrito Federal sólo habrá un 

partido judicial con la extensión y límites que señale la Ley Orgánicu del Departamento del 

Distrtito Federal, la que también marcará los limites territoriales de cada delegación polftica. 

La organización judicial en el Distrito Federal es compleja definitivnmcnto, en las 



materias civil y penal (sobre todo en la primera) ya que so basa en la pluralidad do grados y 

ramas que comprenden esto materia. 

Di.::ho orden, atiende al principio de jcrarquización que supone la existencia de los 

recursos judiciales, pero no limita la libertad del juez en su función. 

El doblo grado da jurisdicción responde ni criterio político qua impone, como garantía 

jurlsidcclonal del derocho de todos, la facultad do someter. por lo monos, a un doblo examen 

cualquier controversia ante un tribunal. 

Los Estados de la Federación tienen cada uno, su organización judicial 

particular, sin quo so diferencio fundamentalmente do la del Distrito Fedcrnl. 

El Tftulo Oecimo de la Loy on comento, establece, además, las Dependencias dol 

Tribunal Superior, y que son las siguientes: 

1.- · El Archivo Judicial del Distrito Federal. en el qua se depositan los expcdi1Jntcs 

civiles y penales conclufdos por los tribunales del Distrito Federal, así como los que. por 

cualquier causa hayan dejado do tramitarse aunque no hubieren concluido y todos tos demás 

documcntosquolas leyes determinen (art. 190L.O.T.J.F.C.D.F.). 

Le planta del archivo so compondrá de un director con título do al>ogado, registtado 

en la Dirección General de Profesiones, dos oficlaes, tres escribcntcs y tres mozos de oficio. 

2.- Anales de Jurisprudencia y su sección del Bolctfn Judicial 

El denominado Anales y Jurisprudencia es un periódico que tiene por objeto dar a 

conocer los fallos más notables que sobre cualquier materia se pronuncien !civil o penal}, por 
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los diversos tribunales del orden común del Distrito Federal y que se publica por lo manos cada 

quince días (art. 203 L.O.T.J.F.C.D.F.). 

El Boletín Judicial, es una sección del anterior y en él so contienen las publicaciones do 

acuerdos y resoluciones do los juzgados y salas civiles del Tribunal Superior de Justicia. 

La Dirección do esta oficina está a cargo de un e bogado con título Jegalmonto ex podido, 

dicho profeslonista es designado por el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría do 

Gobernación (art. 206L.O.T.J.F.C.D.F.). 

3.· Centro de Estudios Judiciales do la Unidad do Trabajo Social y de las Bibliotecas. 

Esta Dependencia tiene como principal objetivo la preparación y actualización 

del personal judicial, as reamo la difusión de materialjurfdico. Este centro está a cargo de un 

director general, con directoras en las diversas áreas jurídicas y con el personal técnico y 

administrativo necesario, conformo al Rogl.imonto Interior del Tribunal, 

4.- Oficina Central de Consignaciones. 

Creada pnrn conocer do las diligoncias preliminares do consigneción, cuando 

exceda de ciento ochenta y dos veces el sufnrio mínimo diario gonornl, vigente en el Distrito 

Federal' esta oficina está a caruo du un dirnctor, f!tliP.n dnb~ ~mi~faccr los mi:;mos rcQui.r;ito:; 

para ser Juez civil (are 216L.O.T.J.r:.C.ü.f.). 

5.· Oficina Contrnl do NotificacJores y Ejecutor•:s. 

Esta oficina se encmga de diligenciar las notificaciones y ejecuciones, remitidas 

por los juzgados de lo civil' acmno delrt mismí1es1ti un Dirrctor, quien deb!? reunir los requisitos 

para ser juez civil. Este funcionario es el Jcfo inmediato de los notificadoros yojecutorcs. asf 

como del personal adscrito .1 r.sta Dirección (nrt. 219, 220y 221 L.0.T.J.F.C.L'.F.) . 
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6.- Oflclalfa de Partes Común. 

Oficina del Tribunal Superior do Justicia, que tiene las siguientes atribuciones 

1.Turna el escrito por el cual se inicie un procedimiento, al juzgado que 

corresponda, para su conocimiento; y 

11. Recibe los escritos do término que so presenten después do las horas do 

labores do los juzgados, poro dentro do horas hábiles mismos que deberá remitir el juzgado 

al que se dirija (art. 51 L.O.T.J.F.C.D.F.1. 

Dicha oficiolfa do partes portenoco o los juzgados do las ramas civil, familiar, del 

arrendamiento Inmobiliario. concursa! y do inmatriculación judicial. 

11. 2 SERVIDORES PUBLICOS JUDICIALES Erl EL DISTRITO FEDERAL 

Al Inicio del presento caprtufo, mo referí a los requisitos subjetivos. Estos so refieren 

e elementos do carácter físicos, intclcctualos, morales v jurídicos, los sujetos quo han do ser 

nombrados, deben reunir esta serio de requisitos y consisten en los siguiente: 

los requisitos físicos se refieren a la edad y plana lucidez mental; el aspecto Intelectual 

exige que sean profesionales del derecho, con título legalmente reconocido y con experiencia 

profesional que fluctúa según la naturaleza del cmgo; por roqulsito moral so entiende quo 

deben gozar de buena reputación y jurfdicamanto deben vincuiarae al Esrodo por la ciudadanía 

y no haber sido condonados por deliras infamantes. 

•A través de los concursos y con todas las garantí.as qua están establecidas para quo 

tales sujetos se presenten como los más idóneos para el cumplimiento do las delicadns 

funciones jurCsdiccionalcs, el Estado asegura, de modo general, la finalidad y lo tarea do la 
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recta administración de justicia de suerte qua sean llamadas a formar parte del ordenamierJto 

judicial solamente aquellas personas que por su cultura y su capacidad intelectual, así como 

por particulares requisitos do moralidad y de escrúpulo en el cumplimlonto de sus deberes, 

aparezcan como las más apropiadas para el buen funclonamlonto do los oficios judiciales" 

(8). 

Lo anterior, amplía el panorama: Todo sujeto que sea candidato para nombrársofe 

servidor público del Poder Judicial, debe encontrarse en pionas aptitudes que también son 

limitadas por la Loy. 

11 2.1 REQUISITOS PARA SER PRESIDENTE DEL Tl1JBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

DEL DISTRITO FEDERAL 

El artículo 25 do la Ley Orgánica de ros Tribunales de Justicia del Fuoro Común del 

Distrito Federal, estabiece que el Tribunal S•Jperior do Justicia del Distrito Fcdornl, se integra 

por43 magistrndos numerarios y 6supernumcrarios, y funcionará en pleno.en sa\o numeraria 

o auxiliar. Uno de los magistrndos numerarios será Prc~idcntc Tribunal. y no intograril St:Jld. 

De este precepto, surge el primer requisito: ser magistrado numerario del Tribun:JI 

Superior esto hace advertir que debo reunir los requisitos pma ser m<Jgistré!da del mencionado 

órgano, los cuales enunciaré en el siguiente punto. 

Sus atribuciones y oblinllciones se encuentran scñu!ad<.Js en Ju.'imt1culos 33, 35, 3 7, 

38, 39 de la ley Oroán!ca de los Tribuna tes de Justicia del Fuero Común del DístrítoFedcrn!. 

(8) ROCCO. Hugo. Tru.do úe Derecho Proce'lal Civil . Ve!. 11 EJ. Temu y De Pnfm.'t. liuclll.'5 Air~. 19!U. p. 17 
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De acuerdo al artículo 32 de la ley en comento, el Presidente dol Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal, durará en su puesto dos años y podrá ser reelecto, debiendo sor 

nombrado por el Pleno, en voto secreto, en primera sesión que se celebre durante el mes de 

enero del af\o en que se haga la designación. El magistrato electo no formará parte de ninguna 

de las salas. 

11 2.2. REQUISITOS PARA SER MAGISTRADO DEL TRIBUNAL SUPERIOR 

DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

Existen en México, de acuerdo a nuestra Constitución Federal, jueces y magistrados 

de la justicia federal, del Distrito Federal y do los Estados do la Federación. 

Los órganos de la función jurisdiccional son los juzgados y las salas. Los titulares de 

estos órganos so les denominan jueces y mugistrados. So denomina Juez al titular do un 

órgano jurisdiccional unipersonal (juzgados de única y primera instacia); la denominación de 

magistrado, so emplea para designar, por lo general, al miembro de un órgano jurisdiccional 

colegiado, en esto caso, son los magistrados integrantes de las salas ó tribunales do apelación 

ordinaria y extraordinaria. 

Sin embargo, en el ámbito federal, los magistrndoscomponcn !os tribunales colegiados 

de circuito, que resuelven los juicios do amparo directo v tamblón ol Cillificativo magistrado, se 

le asigna al titular unipersonal do los tribunales unitarios de circuito que. en esto ~mbito, 

conocen del récurso do apelación y de los juicios ordinarios federales. 

Los requisitos parn ser nombrado magistrado del Tribunal Suporior do Justicia del 

Distrito Federal, se encuentran plasmados en el artículo 26 de su ley orgánica y son los 

siguientes: 
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1.- Ser mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos civiles y poiCtlcos. 
·,: , ! ' 

2.- No tener menos de treinta y cinco años dee,dad ~I rná¡~~ sesenta ycln~ó el día do 

su elección. 

3.- Ser abogado con titulo legalmente e•pedldo y poseer cinco años do práctica 

profesional. 

4.- No haber sido condonado por do lito Intencional cualquiera qUll haya sido la pena. 

5.-Acrcdltar la residencia durante los últimos cinco años en territorio mexicano, salvo 

el caso de ausencia en servicio de la república por tiempo menor da seis meses. 

La designación de estos funcionarios le competo exclusivamente ul Presiden to de la 

República, para que los nombramientos surtan efectos deberán ser nprobndos por la 

Asamblea do Representantes del Distrito Federal (mts. 11y12 do la L.O.T.J.F.C.D.F .). 

Cada Sala del Tribuno! está intcgrzda portrc:; mnoistrndos que resuelven los. BS\.intos 

que les son sometidos a revisión, por unanimidad o mayoría de votos (iirt. 43 L.O.T.J.F.C.O.F.). 

Asimismo, de cad<' sala, uno de cllo!i es nombrado Presidente de In mlsmn por los 

magistrados que li:1 componen, el cual durará en su cargo un año y no podrá ser reelecto para 

el periódosiguicntu (art. 41 L.O.T.J.F.C.D.F.). 

El artículo 16 de la Ley en cit<:I versa: 



•Los magistrados durarán seis años en el ejercicio de su encargo; podrán ser privados 

de sus puestos en los términos del título cuarto do la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos• 

Este precepto por tanto, otorga el derecho do inamovilidad, de los magistrados, ya que 

pueden permanecer en su cargo, mientras no cometan conductas delictivas prescritas por 

nuestra ley, pero de acuerdo al artículo 26·Bls del ordenamiento legal en cita, el retiro de los 

magistrados y jueces se producirá al cumplir setenta años de edad o por padecer Incapacidad 

mental. 

11 2.3 REQUISITOS PARA SER JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA 

El artfculo 48 do la Ley en estudio, cstilblccc de acuerdo a la Contitución General do 

la RopUbllca, que son jueces do única instancia los de paz en materia civil y penal, siondo 

Inapelables sus resoluciones, procediendo solo el recurso de responsabilidad. 

Correspondo el nombramiento do estos funcionarios al Pleno del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal, el que sentará su computencfa territorial de acuerdo a las 

delegaciones establecidas en la Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal y 

atendiendo además a factores como el crecimiento do población y distancia (arts. 93 y 94 

L.O.T.J.F.C.D.F.). 

Los requisitos para ser Juez do Paz so encuentran contenidos en el artículo 95 do la Ley 

Organica en comento y son los siguientes: 

1.~ Ser ciudadano mexicano. 
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2.- Ser abogado con título legalmente registrado. 

3.- No haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito intencional. 

4.- Acreditar haber cursado y aprobado los programas que al efecto desarrolle el Centro 

do Estudios Judlclalos. 

La ley en cita, prescribe en su artículo 49 que son jueces de Primera Instancia: 

• ••• l.- Los jueces de lo civil 11.- Losjuoccs do lo familiar; 111.-los jueces 
del arrendamiento inmobiliario; IV.-Los jueces de lo concursa!; V.- Los 
jueces penales; y VI.- Los presidentes do do bates" 

Es facultad discrecional dol Pleno del Tribunal Superior determinar el número do 

Juzgados civiles, familiares, del arrnndamicnto inmobiliario, concursales y penales, que haya 

en el Distrito Federal (art. 52, 55, 60-A. 60-G, y 70L.0.T.J.F.C.D.F.1. 

Para ser Juez, ya sea civil, familiar, del arrendamiento inmobiliario, concursa! y penal 

se requiere: 

a) Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles y poHtlcos. 

b) No tener más de 65 años de edad, no menos do 30 el día de la designación. 

c) Ser abogado con tftulo legalmente registrado. 

d) Acreditar. cuando menos, 5 aiios de práctica profesional, que se contarán desde la 

fecha de la e"pedición del título y someterse a cxámen de oposición formulado por los 
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magistrados de la Sala a la que quedaría adscrito. Se preferiré para el exémen de oposición 

a quien hubiere cursado los programas quo al efecto desarrollo el Centro de Estudios Judiciales 

Y preste sus servicios en el Tribunal, adomés por acuerdo dol Tribunal Superior so acordó que 

para mayor transparencia de la designación de jueces, las exámenes doborán sor públicos 

y abiertos. 

el Gozar de buena reputación, y 

fl No haber sido condenado por delito que amo rite pena corporal do más do un año do 

prisión: pero si se tratare do robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime 

la buena fama en el concepto público, Inhabilitará para el cargo, cualquiera quo haya sido la 

pena. (arts. 53, 57, 60-C, 60-ly 75 L.O.T.J.F.C.O.F.). 

Estos requisitos se pueden dividir en cuatro aspectos que ya son tradicionales para el 

nombramiento do jueces en México: la edad señalado en las leyes orgánicas, y que varía en 

pocas ocasiones, ya que el candidato a Ju9z no puedo ser manar do 25 años ni mayor do 65; 

la competencia roferento a la materia, cunntra o grado, también señalada en la Ley Orgánica, 

aunque en nuestro país ocasionalmente hahrá que remitirse a la ley sustantivo de la motor in 

para precisar la competencia de unJuoz; la capacidad do ejercicio determinada también en las 

leyes orgánicas, que aluden al pleno goco do derechos civiles, no portonecor al astado 

eclesiástico no haber sido condonado por ciertos delitos, por to general, patrlmonialos. 

11 2.4. REQUISITOS PARA SER SECRETARIO DE ACUERDOS Y EJECUTOR JUDICIAL 

A pesar do que el secretarlo aparcera como un auxiliar do le función judicial, 

definitivamente, nuestras leyes no lo consideran asf, sino un auténtico funcionario judicial ya 

que realiza directamente actividades judiciales y es Innegable que las actuaciones que realiza . 
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o documenta tengan tal carácter. 

Por la naturaleza de sus atribuciones, el papel del secretario de acuerdos es 

imprescindible para que el Estado cumpla con su cometido jurisdiccional. 

Al efecto, la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito 

Federal, dispone varias clases del secretarlo de acuerdos, dentro dol Tribunal Superior de 

Justicia. 

El artículo 31 de la citada Ley establece: 

• .•• Para la Presidencia y Tribunal Pleno se designarán un primer 
secretario de acuerdos. un segundo secretario de acuerdos y el 
número de secretarios auxiliares do la Presidencia y de servido ros 
públicos de la administración do iusticia que fijo el presupuesto do 
egresos respectivo. 

Para ser nombrado secretario de acuerdos. se necesita que los 
interesados satisfag•m los requisitos que para los de las Salas se fijan 
en el artículo 4 7 de esta Ley. 

Para ser nombrado secretario auxiliar se requieren los mismos 
requisitos que para los de las Salas, a excepción del relativo a la 

práctica profesional ... 

Asf, el aludido numeral 47 do la Ley en estudio establece que cada Sola del Tribunal 

Superior, tendrá cuando menos un secretario de acuerdos, tres secretarios auxiliares y un 

secretario auxiliar actuario, a quienes los designara y removerá libramente la Sala de que ss 

trate. 

Dispone además los requisitos para ser nombrado secretario do acuerdos do dichos 
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órganos, y son los siguientes: 

a) Ser ciudadano mexicano pornaclmlento. 

b) Abogado con titulo legalmente expedido. 

c) Pnlctlca profesional do cuando menos 3 años, contados a partir de la focha de la 

autorización legal para el ejercicio de la profesión y tenor en todos los casos buenos 

antecedentes de moralidad. 

Para ser secretario auxiliar actuario se requieren los mismos requisitos, a excepción del 

relativo a la práctico profesional. 

Ros pecto de los requisitos pma ser secretarlo de acuerdos de los Juzgados do lo Civil, 

de lo Familiar, del Arrendamiento Inmobiliario, de lo Concursa! y Penal se encuentran 

enunciados en el artículo 62 do la Loy en cita y son los siguientes: 

a) Ser ciudadano mexicano; 

b) Abogado con título registrado en la Dirección General de Profesiones; 

el Tener tres años de práctica profesional, contados desdo la fecha de la expedición 

del titulo; 

d) Tenor buenos antecedentes do moralidad al Juicio do Juez que lo nombre. 

Con las reformas en materia inmobiliaria, se eres a un nuevo funcionario }udiclal 
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denominado "ConcllJador", este debo cubrir los mismos requisitos señalados para ser 

secrotario de acuerdos ds Juzgado Civil, están adscritos a los Juzgados Familiares 'l del 

Arrendamiento Inmobiliario. 

Referente a los juzgados do paz, el artículo 96 establece que en cnso de sor mixtos los 

secretarlos quedarán adscritos, uno ni ramo penal y otro al ramo civil y los requisitos para ser 

secretarlo de acuerdos do estos órganos, son los mismos que deberán reunir los jueces cJo paz. 

Actualmente los juzoados de paz son espocializados en las materias civil y ponnl. 

Asimismo, para ser nombrado ejecutor Judicial deben ser cubiertos ~os mismo requisitos 

para secretario de acuerdos del juzgado civil. 

11 2.5. REQUISITOS PARA SER NOTIFICADOR JUDICIAL 

El artículo 89-Bis do la ley en comento versa: 

• ••• Art. 69-Bis.-EI pleno del Tribunnl Superior do Justicia determinará 
los requisitos quo deban satisfacer los notificadoros y pasantes do 
Derecho, y podrá facultar a estos últimos para practicar notificn~loncs 
personnlcs, con excepción de emplaznmiantos a juicio ... " 

Losservldorc:; públicos nntc!;cit.Jd(I:; deberán reunir ndcm<1:;Cc lo~ mandonodos. otro, 

que so considera requisito subjetivo y que os el do la protesta do Ley que deberán 01orgnr 

para que surta efectos el nombramiento que los dosi{lna como t.J/.J:;. 

Los magistrados del Tribunal Superior deben otorgar dicha protesta ante el pleno do la 

Asamblea do Rcprcscntanw:; dr.1 Distrito Fcdcrnl. 
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El artículo 19 establece: 

• ••• Art. 19 Los jueces protestarán ante el Tribunal Superior de Justicia. 
Los d,emás servidores públicos de la adminsltración de justicia rendirán 

la protesta ante la autoridad do quien dependan ..• • 
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CAPITULO 111 

FUNCIONES ESPECIFICAS DE LOS SERVIDORES 
PUBLICOS JUDICIALES 



111.1.- FUNCIONES ESPECIFICAS DEL JUEZ 

Juez del latín ludex. (juez). Es la persona designada por el Estado para 

administrar justicia, dotada de jurislcclón para decidir litigios. En sentido amplio, es 

aquél que se refiere a todo funcionario tltular do Jurisdicción; juez, se dice, os el que 

juzga. Por otro lado, en sentido estricto, juez es el tutular de un juzgado, tribunal de 

primera (o única) instancia unipersonal. 

"El Juez o juzgador es un hombre. Cuando so dice hamo iudicans, 
no hay miedo de equivocarse. El cual horno iudicans es pues la 
res cogitans de cartesiana memoria precisamonte porque juzgar, 

como se ha dicho es todo uno con pensar". ( 9 1 

Como se ha mencionado el sistema judicial en el Distrito Federal está dcteminado 

por materias y grados por tanto. lilS funcione~ de los titularos de sus órganos 

jurisdiccionales se encuentran limitadas de acuerdo a su ámbito compcrnncinl. 

En el presente capítulo me rcfurir6 a las atribuciones propias cfo los servidores 

púbf¡cos do! Poder Judicial del Fuero ComUn del Distrito Federal, antes scilalaró la forma 

en qua estd e.structurac1a la planta de los juzgados de primcrn inst::rncia. 

La planta de cada uno de los juzgados en materlCJ civil, familiar dnl arrendamiento 

inmobiliario de lo concursül, y de inmatriculación judicial es de un juez, un secretario 

de acuerdos cuando menos. un conciliador y los servidores p1jblicos de la administración 

de la justicia que autorice el presupuesto (mt. 61 L.O.T.J.F.C.O.F.). 

{ 9) CARNELLUTn, fnnccH'•J Dcrc~!,o Pn><:notl C1•1l) l'.-n"-1 [d1c·1,mt"\JUTJJ1cu Eur11¡,..·Ainc'm:a :!.A. úl, Duc:n<H 
Ain:s, 19SI, r SI 
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El artículo 72 da la misma ley establece: 

• La plante de cada juzgado penal será de: 

l. Un juez; 

11. Un secretarlo de acuerdos; 

111. Los servidores públicos do la administración de justicie que 

determine el presupuesto do egresos'". 

(Como so advierto, los juzgados carecen de conciliador por la naturaleza de sus 

atribuciones). 

A los jueces de lo Civil on el Distrito Federal, les competo conocor: 

l. De los negocios do jurisdicción voluntaria, cuyo conocimiento no correspondo 

específicamonto a los jueces do lo Familiar, del Arrondomicnto Inmobiliario y de lo 

Concursa!; 

11. Do los juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos 

reales sobre inmuebles, siempre que el valor do éstos sea mayor do ciento ochenta y dos 

veces el salario mínimo diario general vigente en el Distrito Federal, excepto si so 

controvirtieren cuestiones relacionadas con el patrimonio do Ja familia, en el quo la 

competencia correspondo a los jueces do lo Familiar; 

111.- Do los demás nogocios do jurisdicción contenciosa, común y concurrente, 

cuya cuantía oxeada de ciento ochenta y dos voces el salarlo mínimo diario general 

vigente en el Distrito Federal, excepto en los concernientes al derecho familiar. del 

arrendamiento inmobiliario y de lo concursal; 

IV.- De los interdictos; 

V.- Do la dlllgcnciación de los exhortos, rogatorias. suplicatorias, requisitorias y 

despechos; y 
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VI.· De los demás asuntos que les encomienden las leyes. · 

Se exceptúan do su competencia todos los asuntos o controversias relativos al 

arrendamiento do lnmuoblos en qua la compotoncia correspondo a los jueces del 

Arrendamiento lnmoblllario "(art. 54 L.O.T.J.F.C.D.F.). 

Por disposición constitucional (artículo 104) existe la jurisdicción concurronto qua 

permito a los jueces dol orden común aplicar la logislación mercantil, que os do carácter 

federal, cuando solo so versan intereses do particulares. Por tanto, los Jueces civiles 

juzoan también de controvornlas morcantilos. 

Los juzoados do lo Farnillm conocen: 

1.- Do los negocios do jurisdicción voluntaria, relacionados con el derecho famllim; 

11.- Do los juicios contenciosos relativos al matrimonio, a lo Ilicitud o nulidad del 

matrimonio y al divorcio, incluyendo los qua so roflcron al réolmon do bianos on el 

matrimonio; do los que tenoan por objeto modificaciones o rectificaclonos en las actns 

del Registro Civil; do los qua afecten al parontosr.o, 3. los alimentos, o la paternidad y 

a la filiación lcgftimll, nnturnl o adoptiv3; de tos que tengan por objeto cuestiones 

derivadas de la patria potcst<Jd, cstDdo do intordicc1ón y tutola y lüs cuestiones do 

ausencia y de presunción do muerto; do los qu~ su refiera n a cualquior cuestión 

relacionada con el patrimonio do la forni11a, como su constitución, disminución, tD<tinc;ión 

o ofcctación en cualquier formo; 

lll.- De los juicios sucesorios; 

IV.- Do los asunto5 judicid!us concerniuntes a otras nccionos rokitívas <ll cstodo 

civil, a la capaciclad do las personns y las dcrivudíls del parentesco; 

V.- De las diligencias dn consignación en todo lo relativo al derecho familiar; 

VI.- Do la diligencia de los exhortos, suplicatorias, roqui:;itorias y despachos, 
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relacionados con el derecho familiar; 

VII.· De las cuestiones relativas a los asuntos que afecten en sus derechos de 

persona a los menores e incapacitados; asr como, en general, todas las cuestiones 

familiares que reclamen la intervención judicial (art. 58 L.O.T.J.F.C.D.F.) 

Además de estas facultades, el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal lo concede las siguientes: 
• Art. 159. De las cuestiones sobre estado o capacidad de las 
personas y en general do las cuostlones familiares que requieran 
Intervención judicial, sea cual fuero el interós pecuniario que do 
ellas dimanare, conocerán los jueces de lo Famlllar". 

• Art. 205. El que Intente demandar o denunciar o querollarso 
contra su conyuge, puede solicitar su soparclón al Juez de lo 
familiar•. 

• Art. 206. Sólo los jueces do lo Familiar pueden decretar la 
separación do que habla el artículo anterior, a no sor que por 
circunstancias especiales no puedo ocurrirse al juez competente, 
pues entonces el juez del lugar podrá decretar la separación 

provisionalmente remitiendo las diligencia al competente•. 

Con la creación de los juzgados familiares , dosdo el punto de vista procesal, se 

trató de atribuirles, no sólo la resolución de controversias del orden familiar, sino 

intervenir •de oficio• en los nsuntos que afecten a la familia especialmente tratándose 

de menores y do alimentos, decretando las medidas que tiendan a preservarla y a 

prologar a sus miembros (art. 941 del Código do Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal). 

El articulo 60-D do la Ley Orgénlca de los Tribunales de Justicia del Fuero Común 

del Distrito Federal establece que los jueces del Arrendamiento Inmobiliario conocerén 
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de todos las controveslas que se susciten en matorla de arrendamiento de Inmuebles 

destinados a habitación, comercio, Industria o cualquier otro uso, fin o destino 

permitido por la ley. 

Con las reformas sobre derecho Inmobiliario publicadas en 1985 a la ley 

Organice on comento, se croaron los juzgados del Arrondomlento lnmoblllarlo, al 

mismo tiempo, fue modificado el Código do Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, para Introducir el título décimo sexto bis, que regula el procedimiento especial 

relativo oxcluslvamento a la tramitación de las controversias sobre arrendamientos do 

fincas urbanas destinadas a habitación (arts. 957 a 968 del Códlgo_de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal.) 

"Art. 957. A las controversias que versen sobro arrendamiento 
do fincas urbanas dostinadas a la habitación a quo so refiere el 
capftulo cuarto, del tftulo sexto del Código Civil los serán 
aplicables las disposiciones de esto tftulo, excepto el juicio 
especial do desahucio al que se aplicarán las disposiciones del 
capftulo IV del tltulo séptimo do este código ... • 

El artículo 60-J do! ordenamiento legal on estudio O!;tablece: 

.. Art. 60-J. Los jueces de lo concursa! conocerán do los 
asuntos judiciales de jurisdicción común o concurrente, relativos 
a concursos, suspensiones de pago y quiebras, cualquiera que 
sea su monto•. 

Así, las funciones de los jueces de lo concursa! quedan enmarcados en el título 

décima tercero del Código do Procedimientos Civiles, considerando importante señalar 

el artlculo 739 que a la lctrn dice: 

•Art. 739. Declarado el concurso, el Juez resolveré: 
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l. Notificar parsonalmente o por cédula el deudor la formación 
de su concurso necesario por el Boletín del concurso voluntario; 

11. Hacer saber a los acreedores la formación del concurso por 
edictos que se publicarán en dos periódicos do información que 
designará el Juez. SI hubiere acreedores en el lugar del juicio so 
citarán por medio do cédula por corroo o telégrafo si fuero 
necesario; 

111. Nombrar síndico provisional; 

IV. Decretar el embargo y aseguramiento do los bienes, libros, 
correspondencia y documentos del deudor, diligencias que 
deberán practicarse en el día, sellando las puertas de Jos 
almacenes y despachos del deudor y muebles susceptibles do 
embargo que so hal\en en el domicilio del mismo deudor; 

V. Hacer sabor a los deudores la prohíbici6n do hacer pagos o 
entregar efectos al concursado, y la orden a ésto do entregar los 
bienes al síndico, bajo el apercibimiento de segunda paga a los 
primeros y de procederse pena/monte en contra del deudor que 
ocultare cosas do su propiedad; 

VI. Señalar un término no menor de ocho días ni mayor de veinte 
para que Jos acreedores presenten en el juzgado los títulos 
justificativos de sus créditos, con copia para ser entregada al 
síndico; 

VII. Señalar dfa y hora µara la junta de rectiticnción y graduación 
de créditos, Gue deberá celebrarse diez días dcsplltls de que 
expire ni plazo fijado en la fracción anterior. El dfa do esta junta 
v el nombro y domicilio del síndico se harán saber en los edictos 
a que se refiero la fracción I; 

VIII. Pedir a los jueces ante quienes se tramiten pleitos contra 
el concursado. los envíen para su acumulución al juicio universal. 
Se exceptúan los juicios hipotecarios que estén pendientes V los 
que se promuevan después y fas juicios que se hubiesen fallado 
en primera instancia; éstos se ar.umularán una vez que se 
decidan definitivamente. Se exceptúan igualmente los que 
procedan de créditos prendarios y los que no sean acumulables 
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por disposición expresa do la lay•. 

Los jueces penales del Distrito Federal, tendrán la compotencla y las atribuciones 

que les confieran las leyes (art. 71 de la Ley Orgánica da los Tribunales do Justicia del 

Fuero Común del Distrito Federal). 

Los jueces de paz en el Distrito Federal son espcciallzados en atención a que 

la ley los confiere la facultad de conocer do asuntos civiles y penalCs, ol artículo 48 de 

la Loy Orgánica que so estudia dispone: 

"Para los efectos que prescribo la Constitución y demás leyes 
secundarias, son jueces do única instancia, los de paz en materia 
civil y penal; en las resoluciones on contra de las cuales no procedo 
más recurso que el de responsabilidad y los jueces pena los en las 
resoluciones do los delitos de vagancia y malvivcncin por ser 
inapelables". 

A los jueces do Paz del Distrito Federal, en materia civil, los competo conocer: 

l. De los juicios contenciosos QUO versen sobro la propiedad o demás derechos rea los 

sobre lnmuobles, así como de los demás negocios do jurisdíción contenciosa, común 

o concurren to, cuyo monto no cxccdil de ciento ochenta y d(ls vccos el salario mínimo 

diario goncral vigente en ol Distrito Federal, o excepción do lo:; interdictos, y do los 

asutos competencia de los jueces de lo Familiar y de los reservados n los jueces del 

Arrendamiento lnmobi!i<Jrio; 11 Do l;Js diligcncins preliminares do consignación con la 

misma limltación anterior, y l!I. Oc la diligcnciación de los exhortos: y despacho do los 

demás asuntos que los encomienden las leyes. Además el título espacial rolativo a In 

justicia de µaz y que so encuentra en el Código do Procedimientos Civiles para el Distrito 

Fcdcrnl, on r.u <:1rtfculo 2.'i. establece: 
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• Art. 2°. Conocerán los jueces de paz. en materia civil. de los 
juicios cuya cuantía no exceda de ciento ochenta y dos veces 
el salario mínimo diario general vigente en el Distrito Federal, a 
excepción de todo lo relativo a la materia de arrendamiento do 
inmuebles que será competencia de los jueces de primera 
instancia. Para estimar el interés del negocio se atenderá a lo 
que el actor demande. los réditos, daños y perjuicios no serán 
tomados en consideración si son posteriores a la presentación 
de la demanda, aún cuando se reclamen en ella. Cuando se 
demande el cumplimiento de una obligación consistente en 
prestaciones periódicas se computará el impone de las 
prestaciones de un año, a no ser que se trate de prestaciones 
vencidas en cuyo caso se estará a su monto total. 
Cuando se trate de cuestiones de arrendamiento inmobiliario 
serán competentes los jueces del Arrendamiento lnmobiliariO en 
Jos términos fijados por la ley•. 

A los jueces de paz en matcriil penal les compete conocer: 

l. Do los delitos quo tengan una o más sanciones privativas de la libertad, cuando 

sea la única aplicable ó sanciones privativas de Ja libertad hasta de dos años. Cuando 

fueren varios delitos so estará a la penalidad máxima del delito mayor. sin perjuicio de 

que los propios juE:ccs Impongan una pena superior. cuando sea pertinente en virtud 

de las reglas contenidas en los artículos 58, 64 y 65 del Código Penal. 11. De la 

diligenciación do los exhortos y dc~pacho de los demás asuntos que les encomienden 

las leyes. 

AdenIBs do las referidas, la ley procesal, le otorga a los jueces facultades con el 

fin do que los procesos lleven un seguimiento lo más estrictamente apegados a Dorccho. 

Entre estas facultades y de las más Importantes, so encuentran por ejemplo, la de 

examinar de oficio, la legitimación procesal do las partes (art. 47 C.P.C.D.F.I; la do 

recibir declaraciones, presidir todos los actos de prueba bojo su más estricta 

responsabilidad (art. 60 dol mismo ordenamiento); aplicar las medidas disciplinarias 

establecidas en la ley que tiendan a prevenir o a sancionar cualquier acto contrario al 
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respeto de los tribunales (an. 611: lnvestlgardeofico la existencia de las piezas de autos 

desaparecidos (pete final del art. 701: para hacer cumplir sus determinaciones. pueden 

emplear medios da apremio tales como la multa, auxilio de la fuerza pllbllca, fractura 

de cerraduras, cateo por orden escrita y arresto (enrculo 731; y la de regularizar ol 

procedimiento ordenando se subsane toda omisión que notaren en su substanciación 

(anrculo 272·GI. 

A todos los jueces referidos con anterioridad, /iJ Ley Orgánica de los Tribunales 

de Justicia dol Fuero Común del Distrito Federal, las otorga una facultad administrativo 

importante: 

.. Art. 50. Los jueces designarán y romo verán al personal do sus 
oficinas respectivas on los tórminos provistos por la Ley Federal 
de los Trabajadores al Servicio del Estado". 

Esta facultad de los jueces on lo relativo a la remoción do los empleados que Jo 

son subordinados, carece do eficacia porque sobro la misma está la fuerza del sindicato 

de los empleados y funcionarios judiciales. 

111.2. FUNCIONES ESPECIFICAS DEL SECRETARIO DE ACUERDOS 

Secretario de Acuerdos c.:s el funcionario judicial quu tierno o su cargo dm fo de 

los actos y da las resoluciones del órgano Jurlsdiccionnl, parn quo óstas oocon do 

autenticidad v cficacl~ jurídica. Rafael do Pina y Castillo Lorrañaga consideran a esto 

servidor público como auxilífü de la administración de justicin pero añaden: "El 

secretario judictnl es, funrlamf'nt~lrncnw, míls qun un au:-dliJr, en el s~ntido corrioritu 

de esta palabra, un colaborndor del juez. sin cuya intervención {::;.alvo el caso dul 
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Notario, que es excepcional) no puede producir actos procesales válidos• ( 10 l 

En relación a la aparición histórica de este funcionario manifiesta Manuel de la 

Plaza: •Nace el Secretariado por obra de ta complicación de proceso y subsiguiente 

necesidad do reducir a escrito las actuaciones. y merced a él actuael que llamamos poder 

de documentación. La historia confirma este punto do vista: competentes en el arte do 

escribir eran tos escribas egipcios; especie do taQuígrafos los logographi del Derecho 

Imperial y los notari y charlutarri, que perduraron has~a la época del Bajo Imperio. Estas 

funciones, originariamente mcc6nicas, ndquícrcn rango més alto cuando se les atribuye 

fo pública y la condición do funcionarios. que en uso de un poder que especialmente so 

les confiere, pre~tan autenticidad al escrito QUo redactan o a1 acto én quo intervienen 

otorgándoles condición més relevante Que la de sencillo testimonio privado, efecto, el 

más importante de la fe pública judicial y extrajudicial.. Esto carécter do foc1atarios los 

otorgaban las antiguas leyes españolas·. ( 11 } 

Se mencionó con anterioridad Que ta función principal do! secretario de acuerdos 

es la de dar fe de los actos en Quo actúa. Han quedado señalados también los requisitos 

subjetivos para ser nombrado secretario judicial, ya sea en las salas que integran el 

Tribunal Superior do Justicia, o en los juzgados que pertenecen al mismo, ahora toca 

hablar de las atribuciones quo la ley le confiere. 

Al respecto. el anículo 64 de la ley Orgánica de los Tribunales de Justicio del Fuero 

Común del Distrito Federal estableco: 

• Art. 64. Son atribuciones do los secretarios do acuerdos: 

( 10) l'INA. R.af.cl Je, J CASTlLLO l.AJlRA.?ilA.GA., Jo..t. butit~oc. de Dc:Rcbo ~Civil. Ed. Pbm1a, S. A., 6&. Ed .• 
J.1b.it-tl. 1964. p 16 
( 11) PAU.ARES, Edua.'® 0K"".ciontrio de Dero:::ho Procc:uJ Civil. l!d. Pi:imla. S.A .• 161.. Ed .• M&ico 191-4, p. 721. 
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l. Realizar en casos urgentes las notificaciones personales 
cuando lo ordene el juez; 

11. Dar cuenta diariamente a sus jueces, bajo su responsabilidad 
y dentro do las veinticuatro horas siguientes a la de la presentación, 
con todos los escritos y promociones, en Jos negocios do la 
competencia de aquéllos, así como do los oficios y demás 
documentos que se reciban en el juzgado; 

111. Autorizar los despachos , exhortos, actas, diligencia, autos 
y toda clase de resoluciones que se expidan, asienten, practiquen 
o dicten por el juez; 

IV. Asentar en los expedientes las certificaciones relativas a 
términos do prueba y las dem~s razones que expreso Ja ley o el 
juez les ordene; 

V. Asistir a las diligencias de pruebas que debe recibir el juez de 
acuerdo con el Código de Procedimientos Civiles; 

VI. Expedir las copias autorizadas que la ley dctorminc o daban 
darse a las partes en virtud de decreto judicial; 

VII. Cuidar de que los expedientes sean debidamente foliados al 
agregarse cada una de las hojas, sellando por sí mismos las 
actuaciones, oficios y demás documentos que lo requieran, 
rubricando aquéllas en el centro del uscrito; 

VIII. Guardar en el secreto del juzgado los pliegos, escritos o 
documentos ,cuando asf lo disponga In Ley; 

IX. Inventariar y conservar en su poder los expedientes mientras 
no se remitan al archivo del juzgado, al Archivo Judici;,I o al 
Superior, en su caso, y entregarlos con los formrJlidadcs legales, 
cuando deba tener lug<H lo remi:;ión; 

X. Proporcionar a los interesados los expedientes en los quo 
fueren parte y que soliciten pnra informmsc del estado de Jos 
mismos, p~ua tomar apuntes o para cualquier otro cfectc legal, 
siempre que sea en su presencia y sin extraer las actuaciones de 
la oficina; 
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XI. Entregar a las partes, previo conocimiento, tos expedientes, 
en los casos en que lo disponga la ley; 

XII. Notificar en el juzgado, personalmente, a las partes, en los 
juicios o asuntos qu se ventilen ante él, on los téminos de los 
artículos 11 O y demás relativos del Código de Procedimientos 
Civiles; 

XIII. Remitir al Archivo Judicial, a la superioridad o al suhstituto 
legal, los expedientes, previo conocimiento en sus respectivos 
casos; 

XIV. Ordenar y vigilar que se despaclrnn sin demora los asuntos 
y correspondencia del juzgado, ya sea que ~e refiera a negocios 
judiciales del mismo o al desahogo de los oticlos quo se mar;don 
librar en las determinaciones rcspectivns, dictadas en los 
expedientes, y 

XV. Desempcíiar todas las dem~s funcione5 que la ley dornrmina 
y las que señalo al reglamento. 

El artículo 63 de la misma ley dispone que el secretario de acuerdos que determine 

el Juez, será el jefe inmediato de la oficina y dirigirá lns labores de ella conforme a Iris 

instrucciones del propio juez. En este precepto se basa el diverso 65 pora ntribuirlc al 

funcionario judicial que se estudia, IHs siguientes facultades de carácter administrntivo: 

l. Substituir al Juez en sus faltas temporales, en los términos del artículo 136 de 

esta ley; 

11. Tener a su cargo, bi]jo su responsabilidad, los libros pertenecientes a la oficina, 

designando de entre los empleauos subalternos de la misma, al que deba llevarlos; 

111. Conservar en su poder el sello del juzgado; 

IV. Cuidar y vigilar que el archivo se arregle por orden alfabético da apellidos del 

actor o del promovente en asuntos de jurisdicción volunwria; 

V. Ejercer, ba10 Sll responsabilidad por sí mismo o por conducto de los servidores 
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pObllcos de la administración de justicia subalternos, la vigilancia que sea necesaria en 

la oficina, para evitar la pérdida de expedientes, debiendo exigir la identificación y 

recibo correspondientes para su consulta; y 

VI. Las demás que les confiaran las leyes y los reglamentos. 

Esto hace resaltar que el secretarlo do acuerdos aparto do tenor la facultad 

primordial de fcdatar las actuaciones judiciales, tiene la de documentación y conservación 

do las mismas y como empicado judicial tiene a su cargo el control dol trabajo de sus 

subalternos para la buena marcha de los asuntos. 

Así también el Código de Procedimientos Civiles pma el Distrito Federal lo otorga 

atribuciones, que entre las mf¡s importantes so encuentran: la que establece que las 

actuaciones judiciales deberán ser autorizadas bajo pena de nulidad por el funcionario 

público a quien corresponda dar fo o certificar ol acto (art. 58); dará cuenta con los 

escritos presentados, a más tardar dentro de lns veinticuatro horas do su presentación, 

bajo pena de multa (art. 66); la quo dispone que fm; secretarios cuidarán do que las 

promociones originales o en copias smm claramontc legibles y du quo los cxpodiontos 

sean exactamente foliados. al agregarse cada una de las hojas, rubricarán todas éstas 

en el centro de los escritos y pondrán el sollo do la secretaría en el fondo del cuaderno, 

do manera que queden solladns las dos caras (art. 67); la reposición su substanciará 

incidentalmente y sin necesidad de acuef!Jo judicial, el secretario hara constar desdo 

luego la existencia anterior y falta posterior del expediente (art. 701; todas las 

resoluciones de primera y segunda insrnncia serán autorizadas por jueces, secretarios 

y magistradas con firma entera (art. 80). 

Con las ro formas publicadas el 7 de febrero de 1985 al Código do Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, en relación con las controversias en materia de 
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arrendamiento de fincas urbanas destinadas a la habitación, se crea a un nuevo 

funcionario judicial: el conciliador. Esta figura de los conciliadores profesionales no es 

desconocida en nuestro ordenamiento, puesto que esto tipo de funcionarios han 

actuado con eficacia en los conflictos cotectivos de trabajo planteados en las Juntas 

de Conciliación y Arbitraje. Nuestra legislación ha aplicado el criterio moderno que 

considera a la institución de la conciliación como un procedimiento técnico y dinflmlco, 

que no debe confiarse al juzgador o a los secretarios, sino a funcionarios con 

preparación especializada, es decir, a conciliodorc5 profosionulo:; adscritos al tribunal. 

Como so mencionó en el capítulo anterior, los artículo~ 60-r:: y ~66 de la Ley 

Orgánica do los Tribunales do Justicia del Fuero Común dr.I Distrito Federal prccr.ptúan 

que los conciliildorcs de los juzgiJdos del Arrendamiento lnrnol.:iilinrlo y Civil, dclmrtin 

reunir los mismos requisitos que la loy señnla a los secrntarios de los juzgados de lo Civll, 

y serán nombrados de la misma mDnern que óstos, además ol primer numeral do los 

ahora citudos, dispone que son atribuciones de los conciliadores: 

l. Estar presentes en la audiencia de conciliDclón, escuchar las pretensiones de las 

partes y procurar su avenencia; 

11. Dar cuenta de inmediato al titular del juzgado de su aprobación, en caso do que 

proceda, y diariamente informm al juez los resultados logrados on las audiencias de 

conciliación que se les encomienden; 

111. Autorizar las diligencias en que intervengan; 

IV. Sustituir al secretario de acuerdos en sus faltns temporales, y 

V. Las demás que los jueces y esta Ley les encomienden. 

La audiencia previa y de conciliación es la que se efectúa una vez contestada la 
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demanda o la reconvención, o se Incurre en rebeldía, con el objeto de lograr avenimiento 

de las panes, y de no lograrse, realizar la depuración del procedimiento a través del 

examen de los presupuestos procesales para corregir o subsanar los defectos que so 

adviertan, y en caso contrario, declarar el sobreseimiento, con el propósito de evitar la 

prolongación innecesaria del proceso sin obtener una resolución de fondo. La citada 

audiencia previa está regulada por los anrculos 272-A a 272-G del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, además, la parto final del numeral 55 

dispone que salvo en los casos que no lo permita la ley, y no se hubiese logrado un 

avonlmlonto en la audiencia previa, los conciliadores estarán facultados para Intentarlo 

en todo tiempo, antes do quo se dicte la sentencia definitiva. 

111. 3. FUNCIONES ESPECIFICAS DEL E..IECUTDR JUDICIAL 

En términos generales, esto funcionario judicial tionc como falcultad principal hacer 

efectivo un mandato jurídico, sea el cantonido en la loy, en la sentencia definitiva o on 

alguno otra resolución judicial o mandato concroto. 

"los actos do ejecución presuponen en In autoridad que tos lleva a coba, la plenitud 

de la jurisdicción, lo que los jurisconsultos romanos \lamat.líln lmporlum. A propósito de 

él dice Kisch: Mientras lleva n cabo la ejecución, el ejecutor obru on calidad do órgano 

público •.. sus funcione:; 5on cstrictamt;nte judiciales y ello sa ve en los puntos !;iguicntcs: 

está facultado paro practicar registros domicillnrios \' pma investigar los asuntos del 

ojccutado, y vencer por la fuerza toda rcsisrnncla, en cu<lnto sen necesario aún contra 

su voluntad; puedo abrir puertas cerradas.buscar en los muebles do las habitaciones del 

elecutado, y vencer por la fuerza toda roslstcnciíl quu se oponga, al desempeño de su 
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cometido, por lo cual está facultado para solicitar el auxilio de la fuerza pública y hasta 

militar por lntermendio del juez." 1121 

la doctrina ha considerado que las ejecuciones deben estar regidas por los 

siguientes principios: 

a).- Principio de la satisfacción máxima de la pretenclón jurídica. Consiste en 

actuar la protención en el menor tiempo posible y con el mayor rendimiento. 

b).- Principio del sacrificio mfnirno del deudor. Según el cual se embargarán los 

bienes que sean necesarios para satisfacer las pretcncioncs del actor, procurando 

siempre causar al deudor el menor daño posible. 

c}.-Principio del respeto a !ns necesidades primordiales del deudor. Ouo se traduce 

en el carácter inembmgablc de ciertos bienes y en el b~neficio otorgado al ejecutado de 

percibir alimentos. 

d).- Príncipio de respeto a los derechos de terceros. Por virtud del cual han do ser 

respetados, en la ejecución, sus bienes y derechos de los wrceros. 

e J.· Principio de respeto a la economía social. La ejecución debo realizarse en forma 

que la economía colectiva sufra lo mc;ios posib'.;). 

f),- Principio del concurso do acreedores. Se persigue mcdiomte el quo un solo 

acreedor no perjudique a los demás. 

( 12) PALLARES, Eduardo. Derecho Procesal Cwtl. Edil. Ponii.a. S.A. lJa. E.dición, Mb.ico. 1989. P. SOi 
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El anículo 534 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 

establece que una vez quo se ha decretado el auto de ejecución, el ejecutor requerirá do 

pago al deudor, y no verificándolo esto en el acto, se procederá a embargar bionos 

suficientes a cubrir las prestaciones demandadas si se tratare de juicio ejecutivo o las 

fijadas en la sentencia ••. " Esto hace advertir que ol ejecutor tiene fe pública en el ojorciclo 

de las funciones que lo enconmicndan las leyes. 

Conforme a la actual estructura del Tribunal Superior do Justicia dol Distrito 

Federal, y en baso a que de él depende la Oficina Central de Notificadoros y Ejecutores, 

el anículo 219 de la ley Orgánica de los Tribunales do Justicia del Fuero Común del 

Distrito Federal, establece: 

.. Art. 219. La oficina Central de Notificadorcs y Ejecutores es la 
dependencia del Tribunal Superior de JusticliJ encargada de : 

1.- Recibir diariamente las actuaciones que remitan los juzgados, 
para la práctica de las notificaciones y dlligoncias respectivas; 

U.- Registrar y distribuir entre \as notificudores y (ljecutores del 
tribunal, asf como entre los pasantes que lo sean adscritos, las 
cédulas de notificación '/ los expedientes para ejecución quo 
reciba de los juzgados. para su pronta dilioenciación; y 

111.- Tomar las medidas QUl! ;:-~tim1_? r.onvcnlcntc;. p<lr.J log1iJr, 
mediante unn cquitntiva distribución del trabajo, la mayor ccleridnd 

en la práctica de las diligcncins que ordenen los juzgado!>." 

Las facultnddes do los ejecutores cst<"m contenicfas junto con las do los notificadorcs 

en los artículos 67 y 68 do la misma ley ornánica, las cuales snríalarñ mfls ndr.lante, 
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111. 4. FUNCIONES ESPECIFICAS DEL NOTIFICADOR JUDICIAL. 

Asf como el secretario do acuerdos y el ejecutor, el notificador judicial está dotado 

de fa pública en el ejercicio do su cargo. Antes do enunciar las funciones específicas de 

este funcionario judicial, es Importante determinar que la notificación os un género que 

comprende diversas especies, tales como el emplazamiento, la cita, etc. 

Las notificaclonos pueden ser de diversas clases: n).- Personales; b).- por cédula; 

el.· por Boletín Judicial; di por edictos; e) por correo y 1) por telégfrafo (art. 111 Código 

de Procedimientos Civiles para ol Distrito Federal). El Notificador en cuestión realiza las 

señaladas en los incisos a, b, y e, 

Lo notificación pcrsom1t os obligatorio cuilndo so trvrn: 

l. Del emplazamiento del demandado, y siempre que so trate de la primera 

notificación en el juicio, aunque sean diligencias preparatorias; 

11.~Del auto que ordena la absolución de posiciones o reconocimiento do documentas; 

111. De la primera resolución que se dicte cuando se dejare de actuar por más do 

sais meses por cualquier motivo; 

IV. De un caso urgente y así se ordone. 

V. Del requerimiento de un acto a Ja parte que deba cumplirlo; 

VI. De la sentencia que condene al inquilíno de casa habitación a desocuparla v la 
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resolución que decrete su ejecuclÓ~; y 

VII. En los demás casos que la ley disponga., 

• La ley procesal civil contiene normas a las que el Notiflcador debe sujetarse, de las 

de mayor relevancia so encuentran: 

La que dispone que los notificadores deberán practicar las notificaciones dentro 

de los tres días siguientes al en que reciban el expediento o actuaciones según ol caso, 

a salvedad de que el juez o la ley dispusieran otra coso, quien infrinjil esta orden será 

destituido do su cargo cuando lo haga por más de tres ocasionas. llevarán un registro 

diario de los expedientes o actuaciones que les sean cmrcoados debiendo recibirlos bajo 

su firma y devolverlos dentro del plazo dispuesto (ort. 110). 

La primera notificación se hará en forma personal al intr~rnsmJo, o a su rcprnscntanto 

o procurador, en 1'1 casa que se designo, y en caso de no encontrarse, ol notificador lo 

dejará cédula haciendo constar en la mi5mn. fechn y hom cm que sea entregada, aparte 

de esto dicha cédula contendrá: nombre y upcllido del promovcnto, el juez o tribunal que 

ordena la diligencia, la determinación que se manda notifi~ar y el nornUro y apellido de 

la persona a quien se entrega. La cédtila referida podró ser cmtrcg3dn a parientes, 

empicados o domésticos de In rcrsonn buscadi.1 o 3 cualquir.r otrn persona que viva en 

el domicilio señalado. {arts. 116 y 117). 

El notificador ticnn la facultad do notificm en el lugnr en que hQbituulmcntc trnbajo 

el interesado, sin nccesid<ld oc que el ¡ucz haga dotcmninación especial al respucto, 

cuando, cerciorado de ser el domicilio de la porson<J buscndn, r, aquél con quien se 
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entendiera la notificación se negare a recibirle (art. 118). 

Ahora bien, la Ley Orgánica qua rige al Poder Judicial del Distrito Federal, en su 

artículo 67 establece que son obligaciones de los notificadoros y ejecutores: 

t.· Concurrir diariamente a la oficina central; 

11. Recibir las actuaciones que los turnen y practicar las notificaciones y diligencias 

que ordenen los jueces de lo civil, de lo familiar, del arrendamiento inmobiliario y de lo 

concursa! del Distrito Federal; y 

lll. Devolver las actuaciones, previas tas anotaciones correspondientes. 

El artículo 68 del ordenamiento legal citado dispone: 

• Art. 68. Los notificadorcs y ejecutores deborán llevar un libro en 
el que asienten diariamente las diligencias y notificaciones quo 
lleven a cabo, con expresión: 

l. De la fecha en que reciben el expediente respectivo; 

11. Do la fecha del auto que deben diligenciar; 

111. Del lugar en quo deben llevarse a cabo las diligencias, 
indicando la calle y número de la casa de que se trato: 

IV. Do la fecha en que hayan practicado la diligencia, 
notificación o acto que deban ejecutar, o los motivos por los 
cuales no lo hayan hecho y, 

V. De la fecha do la devolución del expediente. 
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Con la creación del artículo 69-bis, de la ley orgánica en comento, la notificación 

es encomendada también a los pasantes de derecho, previa determinación de requisitos 

que haga el Pleno del Tribunal Superior para tal efecto. Las notificaciones referidas son 

personales, con la excepción de que dichos pasantes do derecho no podrán realizar 

emplazamientos a juicio. 
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CAPITULO IV 

OBSERVACION A LOS SISTEMAS POR LOS QUE SE 
DESIGNA A LOS SERVIDORES PUBLICO$ JUDICIALES. 



IV 1. SISTEMAS DE DESIGNACION DE JUECES Y MAGISTRADOS 

La lmpartición de justicia es un acto de gobierno y una afirmación can los 

particulares de la soberanía del Poder Público. Al administrar la justicia, el Estado 

cumple con la función Jurisdiccional. Dicho cumplimiento impone al Poder Público la 

obligación de atender eficientemente todo aquéllo quo so relacione con la prestación 

de este servicio: así pues corresponde al Poder Público la elección adecuada do jueces 

y magistrados, asunto éste tan trascendente e importante en donde va do por medio 

la seguridad de la sociedad v el prestigio del Estado . 

.. Hoy la regla es qua el juez es elegido por el Estado, os decir, por ciertos órganos 

del Estado, según ciertos disposltivbos quo se conceptúan idóneos para hacer la 

elecclón ... tanto el proceso penal como el proceso civil constituyen siompre una función 

del Estado, prncisamcnte porque tanto el delito como el litig!o interesan al orden social. 

y el Estado no puedo nunca permanecer indiferente respecto de él: pero en ciertos 

casos también el ejercicio de esta función pública so puede consentir a un particular, 

~ue está no obstante sometido de varias maneras a la autoridad del Estado. Con esto 

límite, o ie so quiere con esta excepción, el juez es elegido por el Estado en los Estados 

modernos; incluso, a fin de garantizar mejor su idoneidad, os un funcionario del Estado 

por una relación do empico, en virtud del cual Queda invr.~>tido por poderes y grnvado 

con obligación dcterminad<J, como medios para ol fín del cumplimiento do su altísima 

función.• 113) 

Antes de hacer una crítica directa al sistema por el que se designan a magistrados 

y jueces del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. cabe hacer una pequeña 

(ll) CARNELUITI, Fra.ucuco, Como Me h~ce 1.10 proce.so. Ed. Colo¡;óo, S.A., la. Ed. Mi:oco, 1990, p~i. 34 y 35. 
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mención de los diferentes tipos de la organización Judicial en otros países asf como los 

diversos métodos de selección, de las personas que tienen a su cargo ejercer la función 

jurisdiccional de Estado, y que son expuestos por la doctrina. 

De antemano sabemos que la organización administrativa del servicio público 

Judicial varía de acuerdo o la estructura gonoral dol Estado, ya sea fodcral o unitaria, 

y también según el grado de Independencia del Poder Judicial fronte al Ejecutivo. 

IV.1.1 SISTEMA DE ELECCION POPULAR 

La elección popular ha sido creada en los sistemns domócrntas reprosontativos 

como medio para traducir la opinfón de los ciudadanos acerca do quienes deben sor sus 

representantes y de quó manera ha de sor gobernado el pafs; ello presupone que dichas 

elecciones lleven aparejada su celebración en Intervalos de relativa frecuencia y las 

condiciones en que han do celebrarse. 

En base a nuestro sistema política, la elección popular so significa como el 

procedimiento par el cual las ciudadanos determinan, por medio dol voto, quienes do 

los candidatos participantes deben ocupar los cargos do elección popular en los tres 

niveles do poder que integran n1.Jestra Rcplíbltca Federal: federación, estadas y 

municipios. 

Sabido es, que de acuerdo a nuestra constitución las únicos sujetos do este 

sistema de elección, son, los miembros del Poder Legislativo y los titulares del ejecutivo, 

Federal y local también quedando excentos do dicho sistema, los miembros do! Poder 

Judicial, de la Federación, estatal, y del Distrito Federal. ya que son designados por los 

titulares del Poder Ejecutiva según corresponda a su ámbito competencia!. 



En este aspecto es de gran importancia para un país, definir dentro de su orden 

jurídico, la forma en que han do ser designadas las personas que quedarán a cargo do 

sus órganos Jurisdiccionales. Entran en contradicción, pues, diversos criterios y 

lineamientos debido a intereses difíciles de compaginar, ya que, lo que para unas 

tendencias traería resultados positivos, para otras no. 

Estos problümas principian desdo el aspecto constitucional que queda vinculado 

con la teoría de separación do poderes, ya qua si os admisible la premisa do que los 

magistrados sean designaoos por el Poder Ejecutivo se da lil sumisión de aquél a éste. 

Esto contravieno cuando existe otrn corriente que pugnü por admitir que el poder 

Judicial soa en verdad índcprmdicnto a esto respecto, do los poderes ejecutivo y 

legislativo, atendiendo no a estos, sino al puclJlo, la elección de jueces y magistrados. 

Otro curso so dó, a quienes prefieren lnicior o l1crmetizm la magistratura. 

Vinculado a ósto so encuentra la aceptación o rechazo de la inamovilidad y designación 

vitalicia, dándose la repulsión cuando so trata de no crear clases privilegiadas quo 

contraigan despotismo. hacía la gente que acude a pedir justicia. 

Otra contraposición cstó relacionada con los requisitos que hnn de asogurnr ol 

valor profesional y la independencia de la mnoistrmur;:i. 

La práctic,i du la cl~cciún popular para jueces es aplicndc. un ulgunos pafs'3s, en 

los que, sus rüsultados lh'.m sido dosfavorablos trayendo corno consecuoncia, el 

rechazo por algunos doctílnarios y legislaciones. 

Explica Alcalú Zumora: .. Nadie ha podido explicarse aún porQue curioso 
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mecanismo el sufragio, que es y no puedo ser otra cosa que una expresión de voluntad, 

se transforma hasta conseguir dotar a una persona de las cualidades indispensablles 

para adminstrar justicia, es decir, moralidad, independencia, sentido de lo justo y 

conocimiento del derecho" l 14) 

Otros, detectan la falla en intromisiones do carácter poHtico que pasan por 

desapercibido, encontrar en su candidato valores do moralidad, profesionalismo y 

vocación al servicio público de justicia, favoreciendo n los que les convienen por 

intereses completamente ajenos a la búsqueda de elementos que resultan eficiontos 

para la lmpartición de justicia. 

No buenos resultados ha dejado esto sistema de designación implantado en 

parses como Estados Unidos, encontrándose en su doctrina jurfdica lo sigulcnto: 

..... En las Colonias Inglesas de América del Norte, los jueces ornn dcsionac~os por 

el Gobernador o por la Logislílturn, sistema que susbsistió despuós do producida la 

emancipación y que fue adoptado por la Constitución Federal. Pero, entro los años 

1830 y 1850, una racha do sentimientos democráticos so csp~rció por el país, y 

difundiéndose el concepto de que al puoblo correspondía la elección do los jueces corno 

un atributo do su soberanía, treinta y sois estados, do los cuarenta y ocho que 

componen In U11ión establecieron el sutragio popu!ar. Ln práctica ha demostrado quo 

la olccción de los jueces so hace baio el control de cierne ntos políticos, lo qua no solo 

resta indcpendancia y consideración a los Magistrados sino que proporciona el 

espectáculo vergonzoso do una campaña polftlca dirigida por quien luego dehc juzgar 

a partidarios y adversarios, rospecto de los cuales necesnriamente no podrá despojarse 

( 14) ALCALA·ZAMORA. N1cc1n y LEVENE,Ri.:1mlo, hijo, Dcrci.:ho Procc5.Jl Pcoal. Tbmo 1. Ley, S.A.. llue110~ An~!o. 

1945.p.272 
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de sus sentimientos. De ahí que los más caracter!zados expositores de sus Instituciones 

se hayan declarado abiertamente contrarios al sistema (151. 

La extensa vida democrática de Suiza, por ejemplo, ha permitido que la elección 

do Jueces por sufragio, tenga resultados positivos. Esto sistema ha adoptada 

modalidades distintas hacia la elección de jueces para cantones y para el Tribunal 

Federal; en casi todos los cantones el Tribunal Supremo es elegido por el gran Consejo, 

o sea, por el cuerpo legislativo, al igual quo la Asamblea de la Confederación elige el 

Tribunal Federal. 

La histor¡a jurídica de Francia, permite enterarnos do los resultados adversos que 

contrajo la instauración de esto sitema de elección popular a partir do su revolución do 

1789 y que fué derogado por Napoleón, quien estableció la designación por el Ejecutivo. 

De lo antorior so deduce que elegir popularmente a los miembros do la judicaturn 

es ineficaz, ya que los más importantes valores de esto quedan a la deriva, sin lograr 

por tanto, que la función jurisdiccional del Estado alcance su máximo objetivo como lo 

es el de administrar justicia limpia y oquitativamonto. 

IV. 1.2. SISTEMA DE COOPTACION 

En su más resumido significado, la palabra coopwción so dii como lu olocción do 

una persona como miembro de un grupo o cuerpo. mediante el voto de los que ya forman 

pane de él. 

(lS) BRYCE P. La Repl1blica Americana. Tomo 2, f.diciooe1 Juridicu Europa·Atnirica 1969 p. 130 •• 
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En este caso, los aspirantes a la magistratura, so.tfan 'el~gldos p~r; lo_s· que. ya 

desempeñan esta función. 

Se presentarían discrepancias, cuando magistrados superiores, eligieran a los 

Iguales en grado o a sus inferiores. 

Además, considero que esto sistema resulta riosgoso, pues los aspirantes a 

cargos judiciales, siendo allegados o amigos de quienes han de elegir, se verían 

favorecidos en pos de su poder y, consecuentemente no so podrían integrar al cuerpo 

judicial personas que fueran aptns para desempeñar los cargos respectivos, por 

carecer de parentesco o amistad con los que ya están dentro. 

IV. 1.3 SISTEMA DE NOMBRAMIENTO POR CONCURSO 

Este tipo de sistema está sujeto ni nombramiento por el trtular del Poúcr 

Ejecutivo. 

Presenta para los aspirantes, una sede de condicionos, de las cuales destacan 

la de confirmar su vida tanto pública como privada, y la de tener el título legalmente 

expedido de licenciado en Derecho. 

Esto sistema facilitaría el acceso al cargo de los más aptos, sin distinción alauna 

Desde luego, no os del todo recomendable, ya que, condiciona una soric de 

requisitos a los candidatos y por supuesto, ocuparían los cargos solo aquéllos que 

cubieran dichas exigencias que en todo caso les llammía subjetivos, dejando a un lado 

otros valores que son imprescindibles para la función de julgar, como lo ~on la 
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experiencia práctica, la verdadera vocación de servicio público, y sobre todo la visión 

de problemas sociales sin la cual no tendrían capacidad para resolver. De ósto que no 

sea un sistema recomendable por sr mismo, sino como complemento do algún otro. 

Es palpable que las controversias jurídicas que dobcn resolver los Jueces do 

nuestros días, se han vuelto más complejas. y por tanto. han tenido que tecnificarse, 

esto aunado a la función activa del juzgador como director del proceso, fija la necesidad 

de una mejor preparación de los integrantes de la judicatura. 

IV. 1.4. SISTEMA DE NOMBRAMIENTO POR ASCENSO 

En su acepción doctrinaria el concepto ascenso (del latín ascensos, promoción; 

elevación; empico mayor), es el derecho de un trabajador, empleado o funcionario 

público a ser promovido a un mayor grado ierárquico del organismo en que presto sus 

servicios. 

En el derecho moderno predomina la tendencia a recomendar que la base del 

desenvolvimiento de los empleados en la función pública sea por medio del sistema 

!Jamado •de carrera•, o sea, la obtención de ascensos por grados, antigüedad y 

capacidad en uno o diversos puestos que so desempeñen, pues con ello se garantizan 

las perspectivas de ascenso. 

De conformidad con nuestro sistema jurídico el trabajador del Estado para lograr 

este tipo de promociones deberá satisfacer los siguientes requisitos escalafonarios: al 

conocimientos; b) aptitud para el empico o puesto específico; cJ antigüedad en la 

categoría inferior y r.n la dependencia; d) disciplina; e)puntualidad; O presentar un 

concurso previo mediante el cual cubre una vacante, y g} tener un mínimo de seis meses 

en la plaza de la caterorfa lnmedata inferior (arts. 47 a 52 L.F.T.S.E.J. 
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Presenta pues, este sistema, el Inconveniente do que las aspiraciones el ascenso 

puede Interpretarse en complacencias hacia quien debo ortoroarlo o estar en situación 

de conseguirlo. 

IV .2. DESIGNACION DE LOS SERVIDORES PUBLICOS JUDICIALES 

EN EL DISTRITO FEDERAL 

Quedó precisado en el capítulo 11 do esto trabajo, que la forma de designación de 

los magistrados dol Tribunal Superior do Justicia del Distrito Fodoral, es hecha por ol 

titular del Ejecutivo Federal, tal v como lo diopono la fracción XVII del art. 89 de la 

Constitución General de la República, y que establece: 

'" •.. Art. 89.· las facultades y obligacionos del Presidenta son las 
siguientes: 
... XVII.- Nombrar magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal y someter los nombramientos, a la aprobación 

de la Asamblea do Representantes dol Distrito Fcdorul; '" 

Asimismo, el art. 73, contituclon.:il an su fracción Vi, inciso, H baso 5a. dispone 

lo siguiente: 

" ... Art. 73.- El congreso ticno facultad: ... VI. Para legislar on 
todo lo relativo al Distrito Federal, sornatióndosc a las boscs 
siguientes: ..• H) Aprobar los nombramientos de mngistrados del 
Tribunal Superior do Juslticia. que haga el Prcsident-: dn la 
República, en los tórminos do la baso 5a. de la presento fracción; ... 
5a. La función judicial se cjercr:rá por C:I Tril>unnl Superior do 
Justicia dol Distrito Federa, el cual se intogtará por el nUmoro do 
magistrados que señalo fa ley orgtinica correspondiente, asf 
como por los jueces de primera instuncia y dem<1s órganos que 
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la propia ley determine. 

La Independencia do los magistrados y jueces en el 
ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por la ley 
orgánica respectiva, la cual establecorá fas condiciones para el 
ingreso. formución y permanencia do quienes sirvan a los 
tribunales de justicia del Distrito Federo/. 

Los nombramientos de los magistrados y jueces serán 
hechos preferentemente entre aquellas personas que hayan 
presrndo sus servicios con eficacia y probidad en Ja administración 
de justicia o que lo merezcan por su honorabilidnd, competencia 
y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica. 

Los nombramientos de los magistrados y jueces serán 
hechos por el Presidente de la República, en los términos 
previstos por Ja ley orgánica, misma quo determinaré el 
procedimiento parn su designación y las rcsponsabilidados on 
que incurmn quienes tomen posesión dul cargo o llogmcn a 
ejercerlo, sin contar con la aprobación correspondiente; la 
propia ley orgánica, determinará la manera de suplir las fatrns 
temporales do los magistrados. Estos nombramientos serán 
somentidos n la aprobación de la ::isamblea do representantes 
del Distrito Federal. CLldo magistrado del Tribunnl Superior do 
Justicia, al entrar a ejercer su oncGroo, rendirá protesta de 
guardar In Constitución Política de los E srndos Unidos Mexicanos 
y las leyes que de ella crrnincn, ílntc el Pleno de la asnmblca do! 
Distrito Fcdcmt. 

Lo;; moaistr;idu.:. d1.fü.Héln s<!1s <JI 10:; en el ojcrcicio do su 
encargo, podrán ser reelecto;;, •¡ Gi lo fueren, solo podrfln ser 
privados do sus puestos en los término~. del titulo cu;irto de esta 
Constitución. 

Los jueces du primura instancííl ser:m nomhrados por ni 
Tribunal Superior du Justicia del Distrito Federal. 

Los magistrados y lo;; jueces percibirán una remuneración 
adecuada e irrenunciable, !il cual no podrá ser disminuida 
durante su encargo, y estmán sujetos a lo dispuesto por el 
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artículo 101 de esta Contituclón .•• • 

De estas disposiciones se desprende que el sistema de designación do los 

magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, so realiza por el 

Presidente de la República con ratificación do la Asamblea de Reprosontantos dol 

Distrito Federal . Estos artículos son confirmados por los artículos del 11 al 20 de la Loy 

Orgánica do los Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito Federal, los cuales 

transcribiré a continuación: 

• ... Art. 11. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia dol Distrito Federal serán hechos 
directamente por el Presidente de la República, quedando 
encomendados los trtimitcs que correspondan a Ja Secretaría de 
Gobernación. 

Art. 12. Para qua surtan efectos los nombramientos a que so 
refiero el artículo anterior se sujotaríln a lil aprobación do la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal con una copia, 
a fin de que en ésta, el Oficial Mayor o quien haga sus veces, 
asiente razón de recibo con la fecha corrospondicnte. 

Art. 13. Sí la Asamblea de Rcpresent<:1ntcs del Distrito Federal 
no resolviera dentro do los diez días a que so refiere ol artículo 
anterior, so tendrán por aprobado:; los nombrnrnluntos h~chos 
por el Ejecutivo y se ;1crá saber asf u los interesados parn qlle 
entren d~sde luego al dcscmpeflo úe sus funciones. 

Art. 14. En caso do que la Asamblea no apruebo dos 
nombramiE·ntos sucesivos respecto de la misma vacanto, el 
Ejecutivo hará un tercero que surtirá sus efccro~ desdo luego 
como provisional y que ser.'! sometido il la aprobación do la 
Asamblco. 

Dentro de los diez días a que se refiere el artículo 12, la Asamblea 
deberá aprobar o no el nombramiento y si nada resuelvo, ol 
magistrado nombrado provisionalmente continuará on sus 
funcione!> con ol car.1ctcr de definitivo, hncicndo el Ejecutivo de 



la Unión la declaración correspondiente. Si la Asamblea desecha 
el nombramiento, cesará en sus funciones el magistrado 
provisional y el Ejecutivo someterá nuevo nombramiento en los 
términos que se indican en óste y en los artículos anteriores. 

Art. 15. Los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, ya 
sean definitivos o provisionales. deberán otorgar la protesta de 
ley ante el Pleno de la Asamblea de Representantes del Distrito 
Federalº 

Art. 16. Los magistrados durnráfl seis meses en el ejercicio de 
su encargo, podrán ser reelectos, y si lo fuecen, sólo podrán ser 
privados de sus puestos en los términos del título cuarto de la 
Constitución Politica do los Estados Unidos Mexicanos. 

Art. 17. Los Jueces de primera instancia y los de Paz serán 
nombrados por et Tribunal Superior do Justicia, en acuerdo 
Pleno; durarán en su encargo seis ai"ios. 

Art. 18. El Tribunal Superior do Justicio:i cubrirá oponunamcntc 
las vacantes que se presenten. resolviendo sobre los 
nombramientos respectivos. 

Art. 19. los jueces protestarán ante el Tribunal Superior do 
Justicia. Los demás servidores públicos de la administración de 
justicia rendirán la protesta ante la autoridad de quien dependan. 

Art. 20. Toda persona que fuere nombrada para desempeñar 
algún cargo o empleo judicial deberá presta protesta de ley y 
comenzar a ejercer las funciones Que la corresponden. dentro 
de los quince días siguientes al de la fecha del nombramiento. Si 
no se presentare, el nombramiento se tendrá por no hecho y se 
procederá a hacer una nueva designación. Tratándose de 
servidores públicos de ta administración de justicia que deben 
trasladarse para tomar posesión de su puesto a lugares distintos. 
al plazo señalado deberá agregarse el término que fije la autoridad 
que hizo la designaciónº. 

Con base a lo anterior, es notoria la dependencia del Poder Judicial frente al 
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Ejecutivo y Legislativo para designar a las porsonas que sirven en los tribunales 

judiciales del Distrito Federal. Los juecos como ya se vló, son elegidos mediante el 

sistema llamado de cooptación, lo que se confirma en el numeral 28 de la Loy Orgánica 

de la ley en estudio y que prescribo: 

"Art. 28. son facultades del Tribunal en pleno: 

"l. Nombrar a los Jueces del Distrito Federal, resolver todas las 
cuestiones que con dichos nombramientos so rotnclonen y 
cambiar a los jueces do una misma categoría a otro juzgado, así 
como variar la Jurisdicción por materia do los juzgados de Primera 
Instancia: 
En el caso de los de Paz podran ser Civiles. Penales o_Mixtos y 
en esto caso se podrá autorizar que haya un secretario por 
ramo.· 

Al respecto, el liconciado Fernando Flores Gmcfa, cxpono que: "Ante los 

conocidos resultados que ha producido esto procodiml.onto, no podemos dejar do estar 

temerosos do que factores distintos de la capacidad, moralidad, vocación y oficlencla 

sean los que so continúen usando para nombrar a los jueces infcrloros. Tonemos que 

lamentar qua motivos políticos, do nmistod, turno de magistrados, infuencias sindicales, 

etc., pueden haber sido los quo en ocasiones determinen el nombramiento do los 

jueces". (16). 

Bajo esto mismo sistcmiJ, es elegido el Prosldcnrn del Tribunal Suporior do 

Justicia, tal y como lo señala el artfculo 32 de la ley Orgtlnica do los Tribunales de Justicia 

del Fuero Común y qua establece: 

"Art. 32. El presiden to del Tribunal Superior do Justicia del 

(16) FLORES GARCIA, F~rnaodo, Arrnoaíz.ación dd l:krnd10 en AmiricJ. Le1m.a y Piocrdimi.;ntC11 para lo,nula. Tomo 
XXIX Rt!YlUil de la F.11culllili de Darchu, UHAM. Mü1rn 1979 r.770 
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Distrito Federal, durará en su encargo dos años y podrá ser 
reelecto, debiendo ser nombrado por el Pleno, en escrutinio 
secreto, en la primera sesión que se celebre durante el mes de 
enero ·del año en que se haga la designación. El magistrado 

electo no formará parte de ninguna do las salas." 

Asimismo, los nombramientos, remociones, suspensiones, autorización do licencias 

y renuncias de los secretarlos del Tribunal Pleno, son facultades del mismo. 

IV. 2.1. DEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL 

A lo largo do esto trabajo, ha quedado observado que~ respecto de los 

nombramientos de magistrados del Tribunal Superior do Justicia del Distrito Federal, ol 

Poder Judicial no es independiente aunque lo sea relativamente de los otros dos 

poderes, sobre todo del Ejecutivo. 

El principio de la división do poderes so encuentra plasmado en nuestra 

Constitución Polftica, y en la que en su artículo 49 estatuyo lo siguiente: 

" ... Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación so divide, para su 
ejercicio, en Leolslativo, Ejecutivo y Judicial. 
No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola 
persono o corporación, ni depositarse el Legislativo en un 
Individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo 
de la Unión, conforme a lo dispuesto en el articulo 29. En ningún 
otro caso. salvo to dispuesto en el segundo párrafo del artrculo 

131, so otorgarán facultades extraordinarias para legislar." 

El sistema de designación de magistrados que se estudia, se ve afectado en 

cuanto depende del Presidente do la República, ya que sufre de la influencia do fuerzas 

políticas, de las relaciones personales y de la voluntad más o menos caprichosa del 
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titular del Ejecutivo Federal, lo que ha contribuido para que tos puestos más altos del 

Poder Judlclal, sean ocupados por personas que no merecen tal honor, y ontre las 

cuales, en tiempos no muy lejanos, figuraron los que carecían de título de licenciado en 

derecho. o se desprestigiaron con su Ignorancia tanto teórica como práctica. En todo 

caso, será dificil que dopondiendo su permanencia on los altos puestos quo ocupan. el 

poder omnipotente dol Primer Magistrado do la República, tengan el valor civil 

necesario para no obedecer sus órdenes o sugestionas más o menos disimulados. 

Esta dependencia que sufro ol Poder Judicial, es completmnento desfavorable 

porque origina que las influencias potrticas. las amistades, y las personas quo saben 

aludar v humillarse ante el Representante del Poder Ejecutivo, sOan las favorecidas 

con los nombramientos que no momeen. 

Por ello, es necesario que so hngan reformas do fondo, pues quienes so encargan 

de designar y do aprobar dicha designación no conocen, ni tionon la certeza como os 

necesario para tal afecto, do los factores más importantes de que doben estar dotados 

los Jueces para qlJO las sentencias sean justns y emitidas con absotutíl libertad, solo asf 

se garantizaría la independencia del Poder Judicidl. 

Para implantar otro sistema de selección es imprescindible quo soar: derogados 

los artículos constitucionales que facultan al Ejecu1ivo para formar tornas do las 

personas que deben ocupar los puostos más elevados do la magistratura nacional. 
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IV. 2.2 ESCALAFON JUDICIAL. 

"Escalafón. denominación más común de la lista de trabajadores adscritos a las 

unidades económicas de producción de bienes o suministros de servicios y que por 

disposición legal o contractual. están clasificados según su antigüedad, méritos, 

capacidad o habilidades laborales. (171 

Escalafón proviene do osca la, palabra qua a su vez se hace derivar del latín scala, 

escalón. 

Dado que nuestro orden jurídico garantiza la seguridad laboral, y que el empleado 

o funclonnrio judicial, como so precisó en el capítulo 11 do este trabajo. C!;tá vinculado 

al Estado por una relación de servicio público, es de importancia, mencionar que la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (arts. 47 a 66), señala los olomentos 

típicos de todo ascenso o promoción laboral, identificando en dicho ordenamiento un 

sistema escalafonarlo que está condicionado además, por derechos de antigüedad, do 

preferencia, de estabilidad en el ejercicio do ascenso y do recibir capücitación. 

Precisamente, on la protección de una serie de cxpectmivas que derivan de 

ellos, el mecanismo escalafonmio encuentra su rnzón y su sentido. 

Lo anterior no garantiza la estabilidad permanente de los alumnos egresados de 

la facultad de Derecho que después de haber realizado su servicio social, se desempeñen 

como meritorios en los tribunales y juzgados del Tribunal Superior de Justicia. 

Mucho monos garanü;rn que éstos, sean tomados en cuenta ni síquiora para un 

(17) lNSTITt.rrO DE INVESTIGACIONES JURIDJCAS. UNAM., D1c.ciorurio Jurii11co Mu1cano, Tomo U, Müico, EJ. 
Pomla, 1992, Sa. Ed. p. 1297 
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nombramiento Interino, con el cual se les daría la oportunidad para desenvolvorso en 

el auxilio judicial. 

El escalafón serviría como medio al cual debe estar sujeta la carrera judicial, do 

la que tantos egresados de la licenciatura en Derecho, tienen verdadera vocación. 

IV. 2.3. NECESIDAD DE INSTAURAR LA CARRERA JUDICIAL. 

De acuerdo al diccionario, carrera os ol camino o curso quo sigue uno on sus 

acciones; profesión de las armas, letras, ciencias, etc., y judicial portonocicnte al juicio, 

o o la administración de justicia o a la judicatura. 

Carnelutti ha definido la carrera judicial como el conjunto do escala do grados del oficio 

judicial. 

" LA r,::\rr~r~ ]~dicial puede ser considerada desde dos puntos de vista, o bien 

como un sistema para integrar debidamente al Poder JudiciLJI, o como la mnnorn de 

ejercer dicha función a través del tiempo. Desde el primer punto de vista puede 

definirse como el sistema, según el cual, tor. nombramientos de los funcionmios judiciale~ 

se hacen de ocuerdo con un riguroso C5Cül<Jfón, que comien1a !~n México, dosdo los 

jueces de Paz hasta los Ministros do Ja Suprcm.J Corte de Ju?ltic1a. No su otorga el 

nombramiento a un funcionario QlJU no haya iniciado y seguidl' progresivamente dicho 

escalafón para lo cual sn tienen en cuenta determinados números de afias en el servicio 

activo de administrar justicia, idoneidad para prcs¡arto debidamente, honorabilidad, 

conocimientos técnicos, etc. n (18) 

(ll!)PALLARE."i,EJu .. rdo. Ocre-din Pr•..:;(._11 C11;1!. Mt!iuco, L.J. l'nrrü". !<'/B•) IJ foh~. p 01¡.". IJ-1. 

73 



ESTA 
S~l\R 

TESIS 
UE LA 

MI DEBE 
DISUOTECl 

Este concepto no deja de ser válido, pero en la realidad es poco aplicable, ya quo 

la mayoría de las veces, ingresan al Poder Judicial, personas recomendadas y amistades 

o familiares do quienes ya forman porto de él, excluyendo a aquéllos que no gozan do 

tales privilegios, y por tanto, se desechan a elementos con verdadera vocación do 

servicio, a la sociedad. 

" Esos profesionistas deben ser profesionales de esa adscripción del servicio 

público, en la que ol escalafón es consubstancial con la carrera judicial. Por tanto, la 

carrera judicial os el conjunto de personas, con formación profesional, que tienen a su 

cargo la función juzgadora, con carácter permanente y con dorecha..a ocupar distintos 

puestos, según su antigüedad, méritos o circunstancias, de acuordo con lo qua 

establezcan y regulen las disposiciones orgánicas. (19). 

Algunos doctrinarios consideran quo para que exista la carrorn judicial, os 

suficiente, la simple permanencia o continuidad en la función de juzgar; otros pugnan 

porque los nombramientos para desempeñar cargos judiciales tengan el carácter de 

definitlvidad. Se agrega como caractcristicll do la carrera judicial el requerimiento do 

una profesión jurídica especial y que formen un cuerpo tambien con conocimientos 

propios de su actividad. 

Al respecto, el maestro José Becerra Bautista expone: ·Para garantizar una 

eficiente labor, es aconsejable que los miembros del poder judicial lo sean do carrera, 

es decir, que si no han realizado estudios especializados, ol monos escalen los puestos 

(19)SENTlS MELENDO, Santiago. Ln.Carrc:ra Judicolc:nAr¡c:ntiaa. Tomo X num1. 37, 38, 39, 40, encro-dicic:mbrc:, Revi1u 
de la Fai:ul~ de Derecho de Mb.ico, 1%0, pag. 407408 

79 



superiores, después de haber desempeñado los Inmediatos inferiores. El funcionario 

judicial debe satisfacer necesidades do formación Intelectual distintas a las del abogado 

postulante, por lo que se requiero una preparación especia!. •(20) 

Algunos países so han preocupado porque los aspirantes a la carrera judicial 

tengan esta preparación especial, para ello, han institufdo escuelas judlclales como un 

paso previo y obligatorio al ingreso a la judicatura y también al Ministerio Público, puesto 

que ambas actividades están estrechamonto vinculadas. De las relativas a la 

Judicatura expondré a continuación las más sobresalientes. 

Las primeras escuelas judiciales, fueron Implantadas en lás legislaciones do 

España y do Francia. La Escuela Judicial española so croó por la Loy de 26 do mayo 

de 1944, y permaneció con eso nombre, aún cuando con varios cambios on su 

estructura y planos do estudio, t1asta quo fue sustitufdo por el Centro de Estudios 

Judiciales, creado por el artlculo 434 do la Ley Orgánico dol Poder Judicial publicada 

el 2 de julio do 1985. 

Reforonto al ordenamiento francés, en 1958 so introdujo el Centro Nacional do 

Estudios Judiciales, poro la Ley Orgánica de 1970, lo transformó en Escuela Nacional 

do la Magistratura, denominación quo lleva actuulmentu. 

Una institución de gron prcst:gio, aún cuando no está orientada como las 

anteriores, de manera exclusivo a los estudios judiciales, es ol Instituto Japonés do 

Estudios Jurídicos, establecido por decreto do 6 de julio de 1947, la que tiono como ffn 

preparar a los egresados univms\tario~ que pretenden ejercer fas diversas profcsiono:; 

jurídicas. Los cxtlmoncs son muy rigurosos y son pocos los que logran ingresar y 

{20) BECERRA BAUTISTA. fo~1 • O¡:•u' Cit. p. IZ 
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superar las enseñanzas teórico-prácticas Impartidas. Dicha institución so ha inclinado 

por dar preferencia a los que se postulan a ocupar cargos judicialos y además so ha 

preocupado por el perfeccionamiento de jueces y magistrados activos. 

A partir de la instauración de estas escuelas se observa una tendencia para 

establecerlas. Se establecen por ejemplo en la República Demócrata Alemana entro 

1947-1953 la Alta Escuela Judicial; en 1965 so crea el National Judicial Collcgo, hacia 

la preparación do iucccs locales en tos Estados Unidos y el Federal Judicial Ccntcr 

surgido en 1967 bajo la dependencia de la Suprema Corte Fcdcrnl y que entre sus 

funciones está la de organizar cursos de preparación y perfeccionamiento de los jueces 

federales. En Chaco, Argentina a partir de 1978 se cre<1 el Contra do Estudios 

Judiciales; en 1979 la Escuela do Jueces do la Universidad do Chile; y en ese mismo aí10 

la Escuela Judicial de la provincia argentina do Santa Fo. si tamlJión, debo monclonorsc 

el Contra de Estudios .Judiciales introducido por el decreto ley portugués dol 10 de 

septiembre de 1979. 

En México, la primera institución dentro do la concepción de las escuelas 

judiciales, lo es el Instituto de Especialización Judicial dependiente de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nnción y que se introdujo en el artículo 97 de su ley orgánica, según 

el decreto legislativo do diciembre de 1977. y qua entró en ÍLHKioni::s i::n el mes de ogosto 

de 1978. 

En 1983 so crea el Centro de Estudios Judiciales depnndiente dol Tribunal 

Superior del Estado de Jalisco, el que inició sus actividades en ose mismo año. 

Por lo que concierno al Poder Jlidicial cJel Distrito Federal, on 1985 es creado el 

Centro de Estudios Judiciales que depende del Tribunal Superior do Justicia del propio 

Distrito Federal, del que so hi1b1aró posteriormente. 



Se considera pues, a la carrera judicial como la serie de grados desde el Inferior 

hasta el superior, por los cuales van ascendiendo los funcionarios judiciales. 

Como quedó precisado con anterioridad, en México no se ha dado con integridad 

la carrera judicial, ni se dará en su plenitud si no queda establecida en la loy, doblando 

por tanto y como ya so dijo comenzar por derogar las disposiciones constitucionales 

que facultan al Presidente de la República a designar o los magistrados del Tribunal 

Superior de Justícia del Distrito Fedral, asr como los QUO facultan n la Asamblea du 

Representantes para ratificar dicha elección y, consecuentemente modificar los 

diversos correlativos de la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero Común 

del Distrito Federal. 

Respecto del sistema do designación de los jueces y domtis servidores públicos 

del Poder Judicial, el cual es denominado por Ja doctrina como "cooptación" también 

debe de matizarse en el aspecto escalafonario el cual propondré con posterioridad. 

Si en el futuro siguiere operando el octual sistema do elección a quienes han do 

servir en los tribunales, se correría el riesgo de caer en desuso. 

En tal orden de ideas. se infiere que parn narilotizm In independencia del Podor 

Judicial, es indispensable que el aspirante a ocup¿:¡r cJrgos judiciales, f?!ité proparado 

para las labores propias del quehacer de ID judicatura. 

Por ello es necesn1 io se implante lenalmcntc lu cmrera judicial, ya quo considero, 

tiene la ventaja de qtJe no sean ocupados los orados superiores de la misma, sin haber 

tenido antes la experiencia y el conac1míento suficientes de los ínferiores y por lo mismo 



estar preparado para el desempeño de los más altos. 

Pero que ésto pueda realizarse, es de fundamental Importancia sea derogado el 

tercer párrafo de la baso Sa. , Inciso H, fracción VI del artículo 73 constitucional quo 

establece: 

" .•. Los nombramientos do los magistrados y jueces sorñn hechos 
preferentemente entro aquéllas personas que hayan prestado 
sus servicios con eficiencia y probidad en la administrnclón de 
Justicio o quo lo merezcan por su honorabilidad, competencia y 

anter,oaentcs en mrns ramas de la profesión jurídica ..... 

Esto prosenta ol inconveniente de quo hayo personas do prestigio, talento, o qua 

simplemente simpaticen lo bastante con el primer Mandatario do In RopLibllc» para quo 

no sea necesario obligarlos :J pa~;ar por el rigor dol uscalafón judicial, ya qua si so 

considera la carrera jLldlcinl dosdc ol punto de vista del ojcrc:icio de la flinclón del mismo 

nombro, es obvio quo consiste en re~lizarta con sujeción ni oscalofón. 

Han sido analizadas las normas que establecen la designación y nombramiento 

do los funcionarios Judiciales del Distrito Feder;:,I. 

En baso a cito he edvcrüdn tarnbMn que, r.1 Podm .Judiclnl dol Distrito Federal, 

carece de un sistemo eficaz do selocción pum porson.:1/ subordlnndo, (nrt. 50 

L.0.T.J.F.C.D.f.) ya quo el que opern en lé1 ectua\idnd, Impido so garantice lo 

incorporación do profesionales con vocación do servicio, capncidad, y oxporloncia 

(misma que se adqutern en los propios juzgados). 

La Loy Federal do Trabiljodoro!> al Servicio del Estado roglamontarln dol 
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Apartado "B" del artículo 123 constitucional, señala en su Título 111, que el escalafón os 

el Sistema Organizado en cada Dependencia conformo a las bases establecidas en ose 

Trtulo, para efectuar las promociones do ascenso de los trabajadores y autorizar las 

permutas. 

Tionen derecho a participar en los concursos para ser ascendidos, todos los 

trabajadores do baso con un mínimo de sois meses en la plaza del grado Inmediato 

Inferior. 

En cada Dependencia se expedirá un Reglamento de Escalafón de conformidad 

con las bases que se establecen en dicho Título, el cual se formulará, de común acuerdo, 

por el Titular y el sindicato respectivo. 

Disponu además. que en cada Dependencia funcionará una Comisión mixta de 

Escalafón, integrada con igual nl1mcro de representantes del titular y del sinc.Jicato, do 

acuerdo con las mismas nccosldados de la unidad. quienes designarán un órbitro quo 

decida Jos casos de empate. SI no hay acuerdo, la designación la l~ará el Tribunal 

Federal de Concilié!ción y Arbitraje en el término que no excederá do diez días y de una 

lista de cuatro candidatos que las partes en conflicto lo propongan. 

Los titularr;, d~ la~ dependencias proporciona1án ¿i las Comisionos Mixtas de~ 

Escalafón los mccJ1os administrativos v materiales para su oficuz fun~ion(JHHCrl!ú. 

La Ley Federal ele rcfercnciil, estab/ncc además aue lns facultndcs, obligaciones, 

atribuciones, procedimientos y derechos de las Comisiones Mixtas de Escalafón y du 

sus organismos auxiliares en su caso, quedarán serlalados en /o[; Rcglamontos y 

Convenios, sin contravenir las disposiciones do fa citada Loy. 
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El 18 de junio de 1991, se expide el "Reglamento de Escalafón" del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, derogando al anterior de fecha 8 de agosto 

de 1964. 

Dicho reglamento, fué firmado por el actual Presidente del Tribunal Superior de 

Justicia, Magistrado Saturriino Agüero Aguirrc, por el Licenciado Moisés Carbajal Niño, 

Secretarlo General del Sindicato de Trabajadores dol Podor Judicial dol Distrito 

Federal; por Representantes dol Titular: Magistrado Eulalia Ramos Valladolid 

(propietario), Magistrado Armando Vázquoz Galvtm (sup!cntol. Licenciada Maro<Jrit<l 

Guerra Tejada (propietaria), Liconciada Martha Segovia Cázares (suplente). 

Representantes del Sindicato: Licenciado Miguel Angol Vlllanueva Aguilar (propietario) 

y Licenciado Antonio López Solar (suplente). 

La Comisión Mixta do Escalarón es el órgano encargado de cumplir y viollar 13 

aplicación do las disposiciones que contiene el citado Reglamento. 

Dicha Comisión esta integrada con dos representantes prop!otarios propuestos 

p~r el Presidente del Tribunal y aprobados por ol Pleno del mismo, dos roprescntantes 

proplotarlos del Sindicato nombrados con bnsa ün sus estatutos y, por el Arbitro quo 

de común acuerdo so elija por ambas pnrte.;; para decidir en caso do empate. Pnra sor 

miembro do la Comisión SA requiere ser funcionmio o trabajrtrlor df1 bo.sn del Trihun<'tl 

Superior do Justicia del Distrito Fcdcrnl. 

EJ Reglamento en comenta señala en su artículo 28, las funciones de la Comisión 

Mixta de Escalafón y entre las más importantes so encuentran: 

-Celobrnr concursos, para cubrir los puestos vacantes, definitivos, 
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provisionales o de nueva creación. 

- Dictaminar los ascensos, así como las pormutas de los trabajadores. 

- Realizar la evaluación de los factores escalafonarios. 

- Resolver las inconformidades que prasenten los trabaJadores en relación 

con sus derechos escalafonarios. 

- Ordenar la publicación do convocatorias, dictámenes y avisos que emita 

la comisión, en el Boletín Judicial. 

- Proponer, al Tribunal o al Sindicato, tas reformas y adiciones que requiera 

el Roglamonto. 

En términos generales, esto sistema se avoca a designar gente recomendada por 

los funcionarios que laboran en el mismo tribunal, proponiendo se aprueben los 

nombramientos ni Pleno del Tribunal. de las personas quo ellos mismos eligen, sin tomar 

encuenta (en la mayoría de los casos¡ a los pasantes do Derecho que terminaron su 

servicio social y que siguen desempeñándose como meritorios on los juzgados, con 

deseos de aprender y, de ü:fi.;:-: ::!:::. ::•_.r '':'lm;\rlrn:: r>n clmnrn para ser nombrados como 

empleados judiciales. Esto reitera, quo dichas rocornondacionus no comprueban 

efectivamente la capacidad del nsnirantc, ndemj,s de QUJJ propiciCl el influyontismo 

dentro del Poder Judicial y consecuentcmonte lo lucha do intereses diversos. 

Este tipo de acontecimientos, trascienden de manera ncgativó, paro hacer 

cumplir cabalmente la función do administrar justicia y, do no corrcoirsc, seguirá 

afectando el ambiente judicinl al margnn de la legisl;Jción que impera en la actualidad 

y que restringe considerablomcntc la independencia dol Poder .Judicial. 

Por todo lo antorior, propongo se estublezc¿1 leoalméntc la car rora judicial con 

sujeción al escalafón, en base ni siguiente proyecto, el cual consta do tres etapas: Lo 
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selección, La designación y la promoción, de los cuales expongo de nianera ascendente 

en cuanto a categorías de cargos judiciales: 

LA SELECCION 

Con el fin primordial de dar preferencia a pasantes y en fo futuro licenciados en 

Derecho, ia etapa que se expone solo contempla a los primeramente mencionados, y 

abarca los siguientes aspectos: 

a) Se creará dentro del Tribunal Superior do Justicia del Distrito Federal, un 

órgano de selección integrado por dos representantes del Centro de Estudios 

Judiciales, dos magistrados do cualesquiera de las salas, y dos Jueces de 1 a. instrmcla 

de cualquier rama a esta comisión so lo denominará ncomisión coordinadora para 

selección de personal judicialn. 

Es recomendable qua, con ol objeto de no seguir propiciando el influycntismo, se 

fije un sistema de rotación do los magistrados y jueces y que integren la comisión por 

plazos do cada seis meses. 

b) Para que el aspirante a ingresar al Tribunal Superior de Justicia, tonga derecho 

a ser propuesto, es necesario realice su servicio social en el mismo, debiendo cubrir los 

requisitos exigidos por la ley General de Profesiones y por la Coordinación do Servicio 

Social, dopondiento del Tribunal Superior. 

e) Una vez realizado el servicio social, y por convocatoria lanzada por la 

•comisión coordinadora para selección de personal judicial", el aspirante concurrirá a 

las instalaciones de dicho órgano a llenar la solicitud de ingreso a la que acompañará 

copla de la carta de liberación de servicio social expedida por la Universidad 

correspondiente. 
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d) Cubierto lo anterior, el aspirante será sometido a concursos sujetos a 

exámenes que para tal efecto estructure y diseñe la comisión coordinadora y de los 

cuales debe calificarse: 

- SI tiene los suficientes conocimientos teóricos en todos las materias jurídicas. 

- Si de la realización del servicio social logró obtener habilidad para la práctica 

judicial !desda archiva, hasta proyectas do sentencias). 

- Quede reservada a la comisión propuesta, el establecimiento do métodos 

simplificados, que demuestren además de lo anterior, la honradez y antecedentes del 

aspirante. Además, calificm su vocación do entrega n la función judicial. 

o) La comisión, llevará los siguientes controles de cmáctor administrativo: 

• Registro actualizado de aspirantes y seleccionados . 

• Control y de demostración de aptitudes, que incluyo programas de capacitación. 

- Archivo de expedientes personales de los elementos que ingresen a labornr en 

el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los qua contendrán dm:dc luego, 

el Informe de sus desempeños anteriores. 

- Registro do promociones de personal. 

- Además se trazarén linoarnientos parn promover sean precisados las 

renumeraciones del personal que labore para el Poder Judicial, dentro de los comoxtos 
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legítimos y procedentes con el fin de terminar con la corrupción, y consecuentemente, 

crear en los servidores públicos el espíritu de lealtad. 

Aprobados que sean los exámenes referidos anteriormente, osf como queden 

corroborados los buenos antecedentes de 101 aspirantes se procederá a seleccionar 

a los que hayan obtenido las mejores callficack¡nes. 

LA DESIGNACION 

Una vez que la Comisión Coordinadora elabore la relación de aspirantes 

seleccionados, procederá a remitirla anexando a ella, el oficio de..propuesta pare la 

designación correspondiente. 

Hecha la designación y sancionada en sesión plenaria, las personas selecclonedas 

serán nombradas aslgnándoseles adscripción y en un término de quince días deberán 

prestar la protesta de ley en términos de la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia 

del Fuero Común del Distrito Federal. 

Desde que se asigna adscripción al personal seleccionado, por el Pleno del 

Tribunal Superior, se considerará que queda sujeta al rigor del escalafón. Se fomentaré 

el desarrollo laboral y profesional del personal judicial mediante cursos de capacitación 

y actualización, los cuales estarán a cargo del Centro de Estudios Judiciales, el que 

deberá expedir constancia de cada programa a todos los participantes. Esto so 

asentará en el Libro de Control y observación de demostración de aptitudes el cual 

servirá para las promociones del mismo porson&I. 
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LA PROMOCION 

Para que se dé el escalafón, se presupone, debe darse la promoción de personal. 

En este aspecto, la promoción debe ser rigurosa, con el fin de que cuando haya 

plazas vacantes o de nueva creación en el Tribunal Superior do Justicia sea tomado 

en cuenta su personal subordinado. 

Mencionaba con anterioridad quo durante las dos primeras etapas del plan que 

propongo, solo serían sujetos de ellas los pasantes do Oorecho, sobre todo con ol fín 

do Iniciarse en la carrera judicial, una voz que obt~ngnn el título corfcspondicnto. 

En virtud de que la promoción implica la elevación a un empico superior, de mayor 

responsabilidad, implicaría también, para efectos de esto trabajo, que los quo aspiran 

a ser promovidos cuenten aparte do la capacidad práctica, con el tftulo do licenciado 

en Derecho. 

En tal orden de ideas, serán aspirantes a ocupar dicha5 plazas los mismos 

empleados del Poder Judicial bajo las siguientes condicionantes: 

- Cumplir con los requisítos señalados por el anrculo 62 do la Ley Orgánica de los 

Tribunales del Fuero Común del Distrito Federal, a excepción do acreditar la práctica 

profesional de tres años a partir de la expedición del título, ya que en este caso lo que 

se tendría que corroborar es la práctica judicial (experiencia}. lealtad, capacidad v 

aptitudes para desempcf1ar el puesto para el que se le va a promover, asf como 

encontrarse registrado en el control correspondiente a cargo do la Comisión 

Coordinadora. 
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- Además de esto, haber tomado el curso que para tal efecto se programo y 

aprobado los exámenes respectivos, impartidos por el Centro do Estudios Judiciales 

y los cuales su duración mínima sería de un año. 

- Someterse a los concursos, y aprobar los exámenes de oposición 

correspondientes. 

- Para cada promoción se seguirán los mismos lineamientos establecidos para la 

selección, además do que para cada cargo, la comisión qua sugiero se Implante y el 

Centro do Estudio:.; Judiciales so coordinarán paro programar los cursos y conferencias 

respectivos, lo!J cuales deberán contemplar aspectos como la capacitación y 

actualizacíón para los servidores públicos judicinlcs. 

La implontación de mi propuesta favorecería Jos siguientes aspectos: 

1.- Se cumpllrfa ndccundllmente, la función jurisdiccional, y por ende. la 

administración de justicin se rnalizmfa conforme a su esencia jurídica. 

2.- El procedimiento de selección pma personal judicial, garnntlzarra desdo el 

Ingreso a las labores judiciales, la honradez, imparcialidad, lealtad y aptitudes de las 

personas que sirvan en los tribunales y organismos del Poder Judicial. 

3.- Cesara el influyentismo, y se propicimá líl incorporación de t:ilcmentos aptos. 

para mejora constante dnl Poder Judicial del Distrito Federa!. 

4.- Se fomentará el desarrollo intelectual de los servidores públicos judiclalcs de 
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manera Individual, con el fin de prosperar el cumplimento de las tareas propias del poder 

Judicial. 

5.- Se promoverán a los servidores públicos que merezcan ocupar puestos 

acordes a su competencia, fomentando con ello, el escalafón, factor indispensable para 

que se dé la carrera judicial. 

6.- Mediante el escalafón se procura la estabilidad en el Poder Judicial, asr como 

la protección de las garantías judiciales de aquéllos que se incorporen al mismo. 

7.~ Con todo lo anterior, se garantizaría adem<1s, la independencia del Poder 

Judicial del Distrito Federal, que tan necesaria es para hacer cabal el mandato del 

artículo 17 constitucional, v demás leyes relativas vigentes. 

Por tanto es impresclndiblo reformar los artículos 89, fr acción XVII, 73, fracción 

VI, inciso H, baso Sa., constitucionales, y 11, 12, y relativos de la Ley Orgánica de los 

Tribunales de Justicia del Fuero Común dol Distrito Federal. 

2.4 AVANCES DE LA LEY ORGANICA DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA 

DEL FUERO COMUN DEL DISTRITO FEDERAL 

Como quedó precisado con anterioridad, en 1985 es creado el Centro do 

Estudios Judiciales. dependiente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 

al cual. el artículo 210 de su Ley orgánica, lo concedo l<l facult<ld de preparar y 

actualizar al personal judicial, así como difundir material jurídico. Asimismo los numerales 

relativos (211 y 212) de la misma ley, establece su organización. 

A pesar de ello, estas disposiciones resultan ambiguas, ya Que no precisan 

lineamientos sobre los cuales ha de funcionar dicho centro de estudios, es decir, la ley 
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Orgánica que so observa, carece do un apartado que preceptúe do manera detallada 

el ámbito funcional del aludido centro, pues como es notorio, los numerales vigentes solo 

se concretan a señalar una organización muy severa. 

Los cursos que imparte dicha escuela, resultan insuficientes, ya que los mismos 

son tomados por litigantes y por personal judicial de reducido número, lo cual acontece 

precisamente porque dichos cursos no son do carácter oblioatorlo para los profeslonlstas 

qua laboran dentro del Poder Judicial del Fuero Común. 

Hasta la fecha on qua so terminó In elaboración dol presente trabajo, ol Centro 

de Estudios Judiciales imparto cursos que so enfocan a los ram_os clvil-morcantil, 

arrendamiento inmobiliario, fomi\im, penal, justicia do paz-civil, justicia de paz-penal, y 

tienen como objetivo proporcionar la preparación a quo aludo o\ citado artículo 21 O do 

la Ley Orgánica quo rige los tribunales del Poder Judicial del Distrito Federal. 

Es lmportnnto moncionar, quo cuenta con un Director y Jefos do Unidades 

Departamentales de plancoción y ovaluación, jurídico-didáctica, do difusión '! ~¡;, 

investigación, contando adomás con las respectivas coordinaciones do cadu programa, 

secretarías académicas, personal do apoyo tócnico administrativo, cuorpo doconto y 

personal do apoyo secretarla\. 

Toda voz que propugno porque los pasamos do Dorecho sean tomados en 

consideración, tanto para r¡uc sean nombrados do manera Interina después do 

torminado su servicio social, corno para sor promovidos una vez obtenido el título do 

licenciado en Derecho, considero un buen avance en la Ley Orot'lnlcn quo so examino, 

la creación del artículo 69-Bis al facultar a !os pasantes do Dewcho (so supono ost6n 

realizando su :;orvicio social en el Tribunal) a practicar notificaciones porsonalos, con 
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excepción de emplazamientos a juicio, en este sentido, es un logro, que los pasantes 

estén considerados en la ley para realizar actividades judiciales, como lo es la 

notificación, y que claro, deben ser encomendadas por los funcionarios que tienen 

facultad para ello. 

Otro logro Importante es la creación y registro del "Programa de Servicio Social· 

U.N.A.M." titulado: "Aportación a la Ministración de Justicia", el cual tiene por objetivo 

general incrementar las tareas del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 

para que la justicia se imparta oportuna, honesta y eficaz. Como actividad primordial 

tiene la de realizar las actividades propias do la pasantía prevista por la Ley Orgánica 

de los Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito Federal. La pleriodicldad del 

programa es semestral: del lo. do febrero al 31 de junio y del lo. do julio al 31 de 

diciembre. A cargo do esto programa está la Coordinación de Servicio Social quo 

depende de la Dirección General de Administración del Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal, la titular de dicha Coordinación, es la licenciada Susana Delgadlllo 

Hidalgo, quien para efectos de este trabajo tuvo la amabilidad do Informarme los 

lineamientos a que está sujeto el programa de referencia. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- Los requisitos objetivos para ser nombrado servidor público judicial, 

son: al la existencia de órganos jurisdiccionales y, bl encontrarse establecidos por la 

ley; 

Los requisitos subjetivos para ser nombrado funcionario judicinl, son los relativos 

a elementos como el físico, el intelecutal, ol moral y or jurídico. 

SEGUNDA.- la relación entre el funcionario judicial y el Estüdo, os una rolación 

de derecho público y tiene como contenido el deber fundamental del juez o do otro 

funcfonerlo del orden judicial, de cumplir las funciones jurisdiccionales. Dicha relación 

media entre el Estado y sus funcionarios y crea derechos y obligaciones recíprocos 

entre esos dos sujetos, que no tiene carácter procesal, sino carácter administrativo, 

ya qua al regular las relaciones entre el Esrndo y sus funcionarios del orden judicial, nos 

encontramos con una relación do servicio público. 

TERCERA.- Jurisdicción f!S la facultad del Estado concodidil al Juoz y dirigida 

a aplicar en una controversia entre partos, la norma general al caso concreto, que debe 

ser resuelta do manera vinculativa. imponiendo en la misma. oblioatoriedad o acción 

para su cumplimiento. 

CUARTA.- La organización judicial en el Distrito Federal está determinada por 

la Constitución Federal y por la Ley Orgánica do los Tribunales del Fuero Común del 

Distrito Federal, la misma es precisada do manera gradual, conforme a los procedimientos 

ya establecidos en la ley y dispone además de manera destacada, la forma en qua son 

designados los titulares de sus órganos jurisdiccionales, y los requisitos subjetivos que 

han de cubrir para tal efecto. 
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QUINTA.- Juez es la persona que designa, el Estado para el ejercicio do la 

actividad jurisdiccional. En base a nuestro sistema político, se denomina juez al titular 

de un órgano jurisdiccional unipersonal; la do magistrado se emplea para llamar al 

miembro de un órgano jurisdiccional colegiado. 

SEXTA.- En el Distrito Federal la designación do los magistrados del Tribunal 

Superior de Justicia, correspondo al Presidente de la República, debiendo ser ratificada 

por la Asamblea de Representantes, sustrayéndolo Independencia al Poder judicial del 

Fuero Común, dejando a éste, solo la facultad de nombrar a jueces y demás personal 

subalterno. 

SEPTIMA.· No obstante la existencia de una "Comisión Mixta do Escalafón" 

dentro del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, ésto enroco de un sistema 

selectivo de personal, lo que impide se incorporen a ú/, elementos con vocación do 

servicio, siendo los elegidos personas recomendadas por influencias políticas o afectivas 

y, de continuar así, la administración de justicia seguirá siendo afectada por el 

influyentismo que actualmente impera. 

OCTAVA.· Resulta sumtlmcnte necesaria lu implantación legal du la carrera 

judicial con sujecion al cscalaf6n conforme íll proyecto que propongo y que se compona 

de las etapas siguientes: 

1.- LA SELECCION. Son sujetos de la misma, los p;;1santes de Derecho en 

realización de su servicio socral y que, terminado éste, llenará solicitud de ingreso para 

despuós someterse a cxámerHJS estructurados y calificados por la "'Comisión 

Coordinadora p;:m.:i Selección de Personal Judicial ", órgano compuesto por dos 

representates del Centro de Estudios Judiciales, dos magistrados, un juez y un 
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secretarlo de acuerdos, los cuales actuarán dentro de un sistema de rotación por plazos 

de tres meses. Dicha comisión diseñará para efectos de sus facultades, los sistemas 

de control Idóneos, considerando pudieran traer muy buenos resultados, siendo los 

siguientes: 

- Registro de aspirantes y seleccionados. 

- Control de demostración de aptitudes, que incluye programas de capacitación 

y actualización. 

~ Archivo de expedientes personales do los elementos que Ingresen a laborar 

dentro del Tribunal Superior do Justicia del Distrito Fedoral, los que contendrán, desde 

luego, el informe de sus desempeños anteriores. 

~ Registro de promociones de personal (para determinar el escalafón). 

2.- LA DESIGNACION. Serán designadas aquéllas personas quo hayan aprobado 

los exámonos aludidos, así como también comprobados sus buenos antecedentes y, do 

acuerdo a las plazas vacantes, designar el número do los soloccionados. Lp Jesionaclón 

será hacha por la comisión propuesta y sancionada por el Pleno del Tribunal, ante el 

que deben rondir la protesta do ley, asto aslgnnrá la adscripción corrospondlonto ni 

personal que sea designado y ontoncos queda sujeto al escalafón. 

3.- LA PAOMOCJON. Serán sujetos do la misma, el personal subordinado quo, 

una voz obtenido el t!tulo do licnciado en Derecho, continúe laborando en su 

adscripción y curso el programa y aprobado los exámenes correspondientes, además 

de someterse a los concursos respectivos. 

NOVENA.- Mi propuesta oponarra los siguientes beneficios: 

1.- Se daría cumplimiento cabal a la función jurisdiccional del Distrito 
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Federal. 

2.- Mediante el proceso selectivo de personal, se garantizaría, la honradez, 

lealtad, Imparcialidad y capacidad del mismo, desdo el Inicio de la carrera judicial. 

3.- Cesará el lnluyentlsmo, propiciando la Integración al Tribunal Superior 

de Justicia del Distrito Federal de servidores públicos aptos. 

4.- El desarrollo Intelectual de los servidores públicos, será fomentado con 

el propósito do que prosperen las labores propias del Poder Judicial del Fuero Común 

del Distrito Federal. 

5.- Se fomentará la promoción de personal judicial competente, propiciando 

con ello, el escalafón. 

6. - Instaurado el escalafón, so garantizaría la cstabllidad de los servidores 

públicos dentro del Poder Judicial. 

7 .- Todo ello aseguraría la independencia del Poder Judictal quo resulta 

indisponsablo para complir de manera íntegra y honesta el artículo 17 constitucional. 

DECIMA. Es urgente se reformen los artículos 89, fracción l. 73, fracción VI. 

inciso HI, base 5a. constitucionales, 11, 12, 13, 14 y do más relativos do la Ley Orgánica 

de los Tribunales do Fuero Común del Distrito Federal. 
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COMENTARIO FINAL 

Dentro del área un quo un profeslonista so dosenvuolvo, os importante que éste 

aplique en su vida profesional el conocimiento y la experiencia que percibió en la 

realización de su servicio social. Esto hace corroborer quo todo profoslonlsta tiene un 

campo de acción superior el que toda profesión promete, llevándolo a la práctica en la 

cual so conocen factores que lo orientan respecto de actividades actuales y futuras, 

Inclusivo, la ayuda debo ir más allá do simples orientaciones v asesoramiento. 

En mi caso personal, las oxporlonclas quo adqulrl en la realización dol sorvlclo 

social y mi dosompei'lo como meritoria resultaron más importantes dejo osporndo ya que 

comprobé que cada voz resulta más necesario formar profesionales útiles a la sociedad, 

y el licenciado en Oorocho además do estudiar las normas o instituciones jur!dicas do 

caractor privado, público o intornacional so debo encaminar tambión a estudiar los 

problemas sociales, políticos y económicos para sugorlr transformaciones on el campo 

Jurídico. Por esta razón, en la preparación para el ejercicio de la abogacla es necesario 

plantear al servicio socia! como ol camino por ol que e! abogado panicipo do manera real 

y directa en dichos problemas aportando conocimientos y práctica para ol bfonestar 

do la comunidad. 

En la realización del servicio social obtuvo un logro satisfactorio al notar que, mi 

formación académica, me hizo sontir cnp.1z do desarrollar actividades que de una u otra 

manera contribuyeron a beneficiar necesidades que In sociedad reclama. 

Dentro de todo esto. cabo hacer notar que si bien es importante ol servicio social 

para la formación profesional, también lo es que resulta indispensable se proporcionen 

medios económicos a los egresados do facultad que no tlo:ion posibilidades de realizar 

gastos contraídos por la realización de dicho servicio, lo cual causa una distracción Y 
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en otros casos la deserción de las actividades que se han de desarrollar, por falta do 

motivación. 

Ciertamente es importante destacar que la preparación profesional y académica 

de todo profoslonlsta es la baso principal para su Integridad comotel. Sin embargo 

existen grandes carencias en las oportunidades quo el Estado proporciona a quienes 

egresan do la universidad con el ánimo do colaborar con él. 

No se puede mejorar el valor curricular si se tienen carencias económicas v 
lasmás Importante es la falta do oportunidades que dificulta Ja acción profesional do 

todo egresado: estas dificultades se inicien con el favoritismo y e(lnfluyontismo para 

ocupar puestos públicos que en la mayoría do los casos son ocupados por personas que 

no tienen capacidad pma el cargo asignado. 

Reconozco que mi propuesta, como otras está sujeta a objeciones, pero estoy 

segura que no puedo calificarse de ineficaz, ya quo bien podría servir como aportación 

para reformar el actual sistema por el que se designan a las personas que sirven en los 

tribunales do justicia del Fuero Común del Distrito Federal, v do los miembros do su 

judicatura, el cual no ha dado resultados muy satisfactorios. lo quo impido quo la 

administración de justicia sea pronta y expedita. 
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